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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE EN LA COMISIÓN SEGUNDA DE 
LA CÁMARA DE REPRESENTANTES AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 290 DE 2017 

CÁMARA, 118 DE 2016 SENADO
por medio de la cual se rinden honores a la memoria 
y obra del expresidente Julio César Turbay Ayala, con 

ocasión del Primer Centenario de su Natalicio.
Doctor
JOSÉ LUIS PÉREZ
Presidente Comisión Segunda
BENJAMÍN NIÑO FLÓREZ
Secretario General Comisión Segunda
Cámara de Representantes.
Referencia: Informe de Ponencia para 

Primer Debate en la Comisión Segunda de 
la Cámara de Representantes al Proyecto de 
ley número 290 de 2017 Cámara, 118 de 2016 
Senado, por medio de la cual se rinden honores 
a la memoria y obra del expresidente Julio César 
Turbay Ayala, con ocasión del Primer Centenario 
de su Natalicio.

Honorables Representantes a la Cámara:
En cumplimiento de la designación hecha por 

la Mesa Directiva de la Comisión Segunda de la 
Cámara de Representantes, y en cumplimiento de lo 
establecido en el artículo 150 de la Ley 5a de 1992, 
someto a consideración de los Representantes el 
informe de ponencia del proyecto de ley de la 
referencia. Previamente, téngase en cuenta las 
siguientes consideraciones.

1. TRÁMITE DE LA INICIATIVA
El Proyecto de ley es de iniciativa de 

los Senadores Iván Duque Márquez (Autor 
Principal), Susana Correa Borrero, Álvaro Uribe 
Vélez, María del Rosario Guerra de la Espriella, 

Fernando Nicolás Araújo Rumié, Paloma Susana 
Valencia Laserna, León Rigoberto Barón Neira, 
Alfredo Rangel  Suárez, José Obdulio Gaviria 
Vélez, Daniel Alberto Cabrales Castillo, Éverth 
Bustamante García, Honorio Miguel Henríquez 
Pinedo, Orlando Castañeda, Alfredo Ramos 
Maya, Jaime Alejandro Amín Hernández, Ernesto 
Macías Tovar, Thania Vega de Plazas, Carlos 
Felipe Mejía Mejía, Paola Andrea Holguín 
Moreno, Nohora Stella Tovar Rey, y de los 
Representantes a la Cámara Federico Eduardo 
Hoyos Salazar, María Fernanda Cabal Molina, 
Óscar Darío Pérez Pineda, Santiago Valencia 
González, María Regina Zuluaga Henao, Wilson 
Córdoba Mena, Esperanza María Pinzón de 
Jiménez, Tatiana Cabello Flórez, Édward David 
Rodríguez, Samuel Alejandro Hoyos Mejía, 
Ciro Alejandro Ramírez Cortés, Hugo Hernán 
Gonzáles Medina, Rubén Darío Molano Piñeros, 
Álvaro Hernán Prada Artunduaga, Fernando 
Sierra Ramos, Pierre Eugenio García Jacquier, 
Carlos Alberto Cuero Valencia, Margarita María 
Restrepo Arango, fue radicado en el Senado el 18 
de agosto de 2016 y publicado en la Gaceta del 
Congreso número 648 de 2016.

En el trámite en Senado, el 7 de septiembre de 
2016 fueron designados por disposición de la mesa 
directiva de la comisión segunda constitucional 
permanente del Senado de la República para rendir 
informe de ponencia los honorables Senadores 
Paola Holguín y Fernando Velasco, el cual fue 
publicado en la Gaceta del Congreso número 795 
de 2016 y aprobado el día 19 de octubre de 2016. 
La ponencia para segundo debate se publicó en la 
Gaceta del Congreso número 942 de 2016.

El 9 de junio de 2017, por disposición de la 
Mesa Directiva de la Comisión Segunda, fuimos 
designados para rendir informe de ponencia en 
primer debate ante la misma.
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2. OBJETO
La presente iniciativa tiene por objeto honrar la 

memoria y obra del expresidente de la República, 
doctor Julio César Turbay Ayala, al cumplirse el 
primer centenario de su nacimiento, ocurrido en 
Bogotá el 18 de junio de 1916 y en reconocimiento 
a su trayectoria y compromiso con la nación como 
un verdadero demócrata. Además, busca exaltar 
su labor en pro del mayor bienestar social, su 
compromiso con la autoridad y el orden público, 
y su vocación para construir consensos.

3. CONTENIDO DE LA INICIATIVA
El proyecto propone realizar una ceremonia de 

la creación de una plataforma virtual, entre otros.
4. ASPECTOS GENERALES
Julio César Turbay Ayala nació el 18 de junio 

de 1916, sus padres, Antonio Amín Turbay, 
inmigrante libanés, y la cundinamarquesa Rosaura 
Ayala. Sus primeros estudios tuvieron lugar en la 
escuela de los Hermanos Cristianos, en la Escuela 
Nacional de Comercio y posteriormente en el 
Colegio Universitario, en el cual recibió el título 
de bachiller. Gracias a la orientación que recibió de 
su hermana Hortensia, quien entonces estudiaba 
derecho, Julio César Turbay llegó a convertirse 
en autodidacta, capacidad que le permitió que 
universidades como la Libre, el Colegio Mayor del 
Rosario, la Jorge Tadeo Lozano y la Universidad 

Causa en Derecho y Ciencias Sociales.
Turbay mostró desde muy joven sus aptitudes 

para ejercer la política. En 1936, ejerció como 
concejal de Usme y a sus cortos 21 años se 
convirtió en alcalde de Girardot y concejal de 
Engativá en 1938, acompañado de Alfonso 
López Michelsen y Álvaro Gómez Hurtado 
quienes integraban el movimiento progresista la 
Revolución en Marcha, liderado por el entonces 
presidente Alfonso López Pumarejo. Continuó su 
vida política como diputado en dos ocasiones a 
la Asamblea del Departamento de Cundinamarca 
durante el período presidencial de 1938-1942, en 
cabeza de Eduardo Santos.

En el año 1943, Turbay se convirtió en 
Representante a la Cámara hasta el año de 1949, 
ejerciendo como presidente por dos períodos. 
Durante su permanencia en la corporación 
declaró su oposición al régimen conservador que 
lideraba el poder. En 1949, Turbay creó y dirigió 
el radioperiódico Democracia, uno de los únicos 
medios del liberalismo, emitido hasta el año de 
1957. En el año 1953, se convirtió en miembro 
principal de la Dirección Nacional Liberal, y 
más tarde, en 1957, cuando tras la caída de 
Gustavo Rojas Pinilla, la Junta Miliar asumió el 
poder, Turbay fue nombrado Ministro de Minas 
y Petróleos, donde fue conocido por propiciar la 
revisión de contratos para la modernización de la 
industria energética, y centró esfuerzos por volver 
a una verdadera democracia.

Durante el período Presidencial de 1958 
a 1961, con Alberto Lleras Camargo como 
Presidente, Turbay integró el gabinete como 
Ministro de Relaciones Exteriores. Teniendo una 
reconocida participación como Canciller en el 
marco internacional.

Posterior a eso, en 1962, Turbay se convirtió en 
Senador de la República, siendo reelegido cuatro 
veces consecutivas y ejerciendo la presidencia del 
Senado en varias ocasiones. En 1967 fue elegido 
como Designado a la Presidencia de la República 
por el Congreso de la República y tomó posesión 
como presidente cuando Carlos Lleras Restrepo 
tuvo que desplazarse a los Estados Unidos. En 
ese mismo año, fue nombrado Embajador y 
Representante permanente ante la ONU para 
un período de dos años. También se destaca su 
representación ante Gran Bretaña (1973-1974) y 
Estados Unidos (1975-1976).

En 1972 y 1974 fue elegido Presidente de la 
Dirección Nacional del Partido Liberal y durante 
el Gobierno de Misael Pastrana Borrero, fue 
nombrado Embajador en Londres.

Luego, fue nuevamente elegido como 
designado a la Presidencia de la República 
y en dos oportunidades asumió como primer 
mandatario cuando López Michelsen realizaba 
viajes internacionales.

En las elecciones de 1978, fue elegido como el 
candidato del Partido Liberal y resultó electo con 
un programa de gobierno basado en los pilares de 
la producción, la seguridad y el empleo. Siempre 
fue reconocido como un promotor de consensos.

Luego de su mandato Presidencial, en 
1987 durante el Gobierno de Virgilio Barco, 
Turbay Ayala continuó su carrera política como 
Embajador ante la Santa Sede y al año siguiente 
fue elegido nuevamente Director Nacional del 
Partido Liberal.

En 1991, en el Gobierno de César Gaviria 
Trujillo, fue nombrado Embajador ante el 
Gobierno de Italia y en 1993 cuando regresó al 
país, fue elegido nuevamente Director Nacional 
del Partido Liberal.

Falleció en Bogotá el 13 de septiembre de 
2005. Sus honras fúnebres se realizaron con los 
honores que corresponden a un Jefe de Estado en 
la Catedral Primada de Colombia.

Sobre las contribuciones que realizó al país se 
encontró que durante su mandato se creó el Plan 
de Integración Nacional (PIN), cuyos objetivos 
fueron la descentralización económica y el 
mejoramiento general de la población mediante 
la integración del país, previendo inversiones en 
distintas áreas económicas y sociales y donde el 
sector de energía eléctrica tuvo especial relevancia, 
en razón a la ejecución de obras de Chivor II, 
Paipa II, la térmica del Chinú, Zipaquirá IV y las 
termoeléctricas de Barranquilla y Cartagena.
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También durante su Gobierno, se llevó a cabo 
la construcción de las centrales de San Carlos, 
Paraíso, la Guaca, el Cerrejón y Zipaquirá. Se 
adelantó la exploración de cien pozos y se hicieron 
hallazgos como el de Andalucía, Tocaría, Arauca I 
y II, Palogrande y Apiay.

Otro de sus aportes fue el gran proyecto minero 
para la exploración de las minas de carbón de El 
Cerrejón y de níquel en Cerromatoso. En cuanto 
a infraestructura, se invirtieron recursos para 
la construcción de obras carreteables como la 
vía hacia la costa por Bucaramanga y más de la 
mitad de la llamada autopista Medellín-Bogotá; 
se construyeron los aeropuertos de Barranquilla y 
Cartagena y se adelantaron obras en el Tapón del 
Darién.

En el campo internacional, se aprobó el tratado 
que aseguró los derechos de Colombia sobre el 
Canal de Panamá y el uso del ferrocarril del istmo, 
y el tratado Vázquez-Saccio para la posesión 
de los derechos sobre los islotes de Roncador, 
Quitasueño y Serrana.

Finalmente, publicó varios libros sobre 
política internacional, biografías y temas de 
gobierno, como la biografía del Libertador y 
sus ideas políticas, y otros que recogen muchos 
de los discursos que pronunció ante organismos 
internacionales y en el Congreso de la República 
y que lo hicieron acreedor de condecoraciones a 
nivel internacional1.

5. MARCO NORMATIVO
Según lo dispuesto en el numeral 15 del 

artículo 150 de la Constitución Política de 
Colombia, le corresponde al Congreso de la 
República, mediante su facultad para hacer 
leyes, ejercer la función de “Decretar honores 
a los ciudadanos que hayan prestado servicios 
a la patria” (Constitución Política de Colombia, 
1991, artículo 150).

Sin embargo, la Corte Constitucional declara 
en la Sentencia C-817/11, que las leyes de 
honores están sujetas a una serie de limitaciones 
constitucionales y que estas no pueden ir en 
contravía de leyes superiores y orgánicas 
en términos presupuestales. Además, aclara 
que estas leyes deben respetar la prohibición 
declarada en el numeral 4 del artículo 136 de 
la Constitución Política: “Decretar a favor de 

auxilios, indemnizaciones, pensiones u otras 
erogaciones que no estén destinadas a satisfacer 
créditos o derechos reconocidos con arreglo 
a la ley preexistente” (Constitución Política de 
Colombia, 1991, artículo 136).

Al respecto la Corte Constitucional se 
pronunció así en la misma sentencia:

1 Banco de la República (S.Fa). Biblioteca Virtual. Biogra-
fías: Turbay Ayala, Julio César.

“(“) la atribución del Congreso de decretar 
honores “” debe ser ejercida por el Congreso de 
la República dentro de parámetros de prudencia, 
proporcionalidad y razonabilidad y con respeto 
de los preceptos constitucionales, puesto que 
de lo contrario daría lugar a situaciones 
contradictorias, v. gr. cuando se pretende 
exaltar a quien no es digno de reconocimiento, 
con las consabidas repercusiones que en la 
conciencia colectiva y en moral administrativa 
puede ocasionar tal determinación. De la misma 
manera, cree la Corte que los decretos de honores 
que expide el legislador no pueden convertirse 
en un pretexto para otorgar gracias, dádivas o 
favores personales a cargo del erario público, ni 
para ordenar gasto público con desconocimiento 
del reparto de competencias existente entre la 
Nación y los municipios” (Corte Constitucional, 
C-817/2011).

En este sentido, el proyecto de ley respeta la 
directriz del órgano constitucional al limitarse a 
autorizar al Gobierno nacional el gasto requerido 
para el cumplimiento de lo expuesto en los 
artículos del proyecto.

Adicionalmente, la Corte sostiene que la 
naturaleza jurídica de las leyes de honores 
“(“) se funda en el reconocimiento estatal a 
personas, hechos o instituciones que merecen ser 
destacadas públicamente, en razón de promover 

Constitución” (Corte Constitucional, C-817, 
2011). Naturaleza que se respeta en este proyecto 
de ley que busca resaltar la vida y obra de quien 
fue un gran ejemplo para la sociedad colombiana, 
y quien luchó siempre por el bien común.

Por otra parte, la Corte Constitucional en 
Sentencia C-859/01 se pronunció sobre las 
competencias del Congreso de la República para 

en el orden municipal, en la cual dispone que 
“la jurisprudencia admite la posibilidad que 
a través de iniciativas de gasto público el 
Congreso pueda disponer la participación de la 
nación en el desarrollo de funciones que son de 
exclusiva competencia de los entes territoriales 
cuando se presenta el supuesto de hecho 
regulado en el parágrafo del artículo 21 de la 
Ley 60 de 1993, en virtud del cual se pueden 
ordenar “apropiaciones presupuestales para la 
ejecución de funciones a cargo de la nación con 
participación de las entidades territoriales” y 

desarrollo de funciones de competencia exclusiva 
de las entidades territoriales”. En criterio de la 
Corte, estas hipótesis están en consonancia con 
los principios de concurrencia, coordinación y 

del artículo 288 de la Ley Fundamental.
En concordancia con el marco jurídico, como 

se expuso previamente vemos que el proyecto de 
ley se ajusta a los lineamientos y al ordenamiento 
jurídico.
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6. PLIEGO DE MODIFICACIONES

ley número 290 de 2017 Cámara, 118 de 2016 
Senado, “por medio de la cual se rinden honores 
a la memoria y obra del expresidente Julio César 
Turbay Ayala, con ocasión del primer centenario 
de su natalicio”.

Suprimir el artículo 9° donde se autoriza al 
Gobierno nacional para que a través de la Escuela 
Superior de Administración Pública (ESAP), 
se cree la cátedra de Democracia denominada 
Julio César Turbay Ayala. Lo anterior debido al 
principio de autonomía universitaria consagrado 
en el artículo 69 de la Constitución Política y 
desarrollado en los artículos 28 y 29 de la Ley 
30 de 1992, donde se establece que la autonomía 
universitaria estará determinada por su campo de 
acción y de acuerdo con los siguientes aspectos:

“…

b)  Designar sus autoridades académicas y 
administrativas;

c)  Crear, desarrollar sus programas aca-
démicos, lo mismo que expedir los co-
rrespondientes títulos; (…)” (Subrayado 
fuera de texto).

Aunque compartimos la necesidad de enaltecer 
el legado del expresidente Julio César Turbay, y 
a su vez dar a conocer a las futuras generaciones 
su vida y obra, pero que por lo anteriormente 
expuesto es oportuno y a su vez conveniente para 
el trámite de la iniciativa, suprimir el artículo 9.

PROPOSICIÓN FINAL
Por lo anteriormente expuesto, solicito a 

la Mesa Directiva de la honorable Comisión 
Segunda Constitucional Permanente de la Cámara 
de Representantes, dar primer debate al Proyecto 
de ley número 290 de 2017 Cámara, 118 de 2016 
Senado, “por medio de la cual se rinden honores 
a la memoria y obra del expresidente Julio César 
Turbay Ayala, con ocasión del Primer Centenario 
de su Natalicio”.

De los honorables Representantes,

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE EN LA COMISIÓN SEGUNDA 

DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 290 DE 

2017 CÁMARA, 118 DE 2016 SENADO
por medio de la cual se rinden honores 

a la memoria y obra del expresidente Julio 
César Turbay Ayala, con ocasión del Primer 

Centenario de su Natalicio.
Artículo 1°. La República de Colombia 

honra la memoria y obra del expresidente de la 
República, doctor Julio César Turbay Ayala, al 
cumplirse el primer centenario de su nacimiento, 
ocurrido en Bogotá el 18 de junio de 1916.

Artículo 2°. Autorícese al Gobierno nacional y 
al Congreso de la República para rendir honores 
al expresidente Turbay Ayala, en acto especial 
y protocolario, cuya fecha, lugar y hora serán 
programados por la Mesa Directiva del honorable 
Senado de la República, en el cual contará con 
la presencia de altos funcionarios del Gobierno 
nacional, miembros del Congreso de la República 
y demás autoridades locales y regionales.

Parágrafo. Copia de la presente ley será 
entregada a los familiares del expresidente Turbay 
Ayala, en letra de estilo y en el acto especial y 
protocolario de que trata el presente artículo.

Artículo 3°. Se institucionaliza el día 18 de 
junio de cada año como la fecha en la que la 
nación, a través del Ministerio del Interior, rinda 
honores y honre la memoria del expresidente 
Julio César Turbay Ayala, en actos públicos y con 
amplia difusión nacional.

Artículo 4°. El Ministerio de Cultura, por sí 
mismo o a través de sus entidades adscritas o 
vinculadas, erigirá dos (2) bustos en bronce del 
expresidente Julio César Turbay Ayala, los cuales 
serán ubicados en el Centro de Convenciones de 
Cartagena el cual lleva su nombre y en un lugar 
destacado del Capitolio Nacional.

Artículo 5°. Encárguese a la Biblioteca 
Nacional y al Archivo Nacional, la recopilación, 
selección y publicación en medio físico y/o 
digital, de las obras, discursos y escritos políticos 
del expresidente Julio César Turbay Ayala.

Artículo 6°. Con base en la compilación 
señalada en el artículo anterior, se autoriza al 
Gobierno nacional para que a través del Ministerio 

ilustrativo del expresidente Julio César Turbay 

para cada una de las bibliotecas públicas dentro 
del territorio nacional.

Artículo 7°. Encárguese al Banco de la 
República a través de la Biblioteca Luis Ángel 
Arango, la creación y puesta en funcionamiento 
de una plataforma virtual digital (web doc) 
que contenga la biografía de la vida y obra del 
expresidente Julio César Turbay Ayala, una 
recopilación de sus más selectos discursos y 
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escritos políticos, sociales y humanos, galería 

autoría que tendrá por nombre “Biblioteca Virtual 
Julio César Turbay Ayala”.

Artículo 8°. Encárguese a la Agencia Nacional 
de Televisión (ANTV), la producción y emisión 
de un documental que recoja la vida y obra del 
expresidente Julio César Turbay Ayala, el cual 
será transmitido por el Canal Institucional y Señal 
Colombia.

Artículo 9°. El Presidente de la República 
designará un comité especial que se creará con 

seguimiento de los eventos y obras que se llevarán 
a cabo por parte de las entidades autorizadas y 
encargadas de cada actividad para el cumplimiento 
de la presente ley.

Artículo 10. Autorícese al Gobierno nacional 
para que incorpore dentro del Presupuesto 
General de la Nación las partidas presupuestales 

cumplimiento de las disposiciones establecidas 
en la presente ley, autorización que se extiende 
a la celebración de los contratos y convenios 
interadministrativos necesarios entre la nación y 
las otras entidades a las cuales se han delegado las 
respectivas gestiones.

Artículo 11. Las obras y actividades 
establecidas en la presente ley se deberán ejecutar 
dentro del año siguiente a su entrada en vigencia.

Artículo 12. La presente ley rige a partir de su 
publicación.

INFORME DE PONENCIA PARA 
SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 219 DE 2016 CÁMARA, 49 

DE 2016 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Protocolo 

al Tratado Antártico sobre Protección del Medio 
Ambiente, su Apéndice y sus Anexos I, II, III y 
IV”, hecho en Madrid el 4 de octubre de 1991, 

su “Anexo V”, adoptado en Bonn, el 17 de 
octubre de 1991, y su “Anexo VI”, adoptado en 

Estocolmo, el 17 de junio de 2005.
Bogotá, D. C., 14 de julio de 2017
Honorable Representante
JOSÉ LUIS PÉREZ OYUELA
Presidente
Comisión Segunda Constitucional Permanente
Cámara de Representantes
Ciudad.

Ref.: Informe de Ponencia para Cuarto 
Debate (Segundo en Cámara) del Proyecto de 
ley número 219 de 2016 Cámara, 49 de 2016 
Senado.

Respetado señor Presidente:
En cumplimiento del encargo hecho por la 

Mesa Directiva de la Comisión Segunda de la 
Cámara de Representantes y en cumplimiento y 
con fundamento en lo dispuesto en el numeral 2 
del artículo 157 e inciso 4 del artículo 160 de la 
Constitución Política de Colombia, así como lo 
establecido en los artículos 150, 153 y 156 de la 
Ley 5ª de 1992, de manera respetuosa  me permito 
presentar informe de ponencia para cuarto debate 
(Segundo de la Cámara de Representantes) del 
Proyecto de ley número 219 de 2016 Cámara, 
49 de 2016 Senado, “por medio de la cual se 
aprueba el “Protocolo al Tratado Antártico sobre 
Protección del Medio Ambiente, su Apéndice y 
sus Anexos I, II, III y IV”, hecho en Madrid el 4 
de octubre de 1991, su “Anexo V”, adoptado en 
Bonn, el 17 de octubre de 1991, y su “Anexo VI”, 
adoptado en Estocolmo, el 17 de junio de 2005”.

I. ANTECEDENTES DEL PROYECTO
El Proyecto de ley número 49 de 2016 

Senado, de iniciativa del Gobierno nacional, 
fue presentado a través de los Ministerios de 
Relaciones Exteriores, Medio Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, Defensa Nacional, y Minas 
y Energía. El proyecto fue radicado en la Secretaría 
General del Senado el día 26 de julio de 2016, y 
fue publicado en la Gaceta del Congreso número 
550 de 2016, siguiendo su trámite legislativo de 
esta manera:

a)  El día 19 de octubre de 2016 en la sesión 
de la Comisión Segunda (2ª) Constitucio-
nal del Senado fue aprobado el informe de 
ponencia en primer debate (publicado en la 
Gaceta del Congreso número 835 de 2016) 
y el articulado propuesto en el mismo;

b)  El día 14 de diciembre de 2016 fue aproba-
do en segundo debate el proyecto de ley en 
sesión plenaria del Senado de la República 

-
tra publicado en la Gaceta del Congreso 
número 1186 del 27 de diciembre de 2016;

c)  El día 10 de febrero de 2017 nos fue en-
comendada la labor de rendir ponencia 
para tercer debate (primero de la Cáma-

CSCP.3.2.2.02.551/17 (IS) suscrito por el 
doctor Benjamín Niño Flórez, Secretario 
de la Comisión Segunda Constitucional de 
la Cámara de Representantes;

d)  El día 21 de abril de 2017 fue publicado 
en la Gaceta del Congreso 248 de 2017 el 
informe de ponencia para primer debate en 
la Comisión Segunda del Proyecto de ley 
número 219 de 2016 Cámara, 49 de 2016 
Senado.
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e)  El día 6 de junio de 2017 2016 en la sesión 
de la Comisión Segunda (2ª) Constitucio-
nal de la Cámara de Representantes fue 
aprobado el informe de ponencia en primer 
debate en esta célula legislativa y el articu-
lado propuesto en el mismo.

f)  El día 7 de junio de 2017 nos fue enco-
mendada la labor de rendir ponencia para 
cuarto debate (segunda de la Cámara de 
Representantes). El día 27 de junio de 2017 

(IS) suscrito por la doctora Carmen Su-
sana Arias Perdomo, Subsecretaria de la 
Comisión Segunda Constitucional de la Cá-
mara de Representantes, se otorgó una pró-
rroga para presentar el presente informe.

II. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY
Atendiendo los argumentos presentados en 

el informe de ponencia para primer debate en la 
Comisión Segunda Constitucional de la Cámara 
de Representantes, consideramos pertinente citar 
lo expuesto en dicho documento:

El proyecto de ley busca incorporar a la 
legislación colombiana el Protocolo al Tratado 
Antártico sobre Protección del Medio 
Ambiente, también conocido como Protocolo 
Ambiental del Tratado Antártico, o Protocolo 
de Madrid, es un protocolo complementario del 
Tratado Antártico, por lo que forma parte del 
Sistema del Tratado Antártico. Este protocolo 
procura una amplia protección del medio ambiente 
de la Antártida, y de los ecosistemas dependientes 
o asociados.

El protocolo fue concluido en Madrid y abierto 

Antártico el 4 de octubre de 1991. La condición 

todos los miembros consultivos del Tratado 
Antártico. Entró en vigor 30 días después de 
eso, el 14 de enero de 1998 para 28 países que lo 

países más (hasta el 7 de abril de 2015).
En este Protocolo se designa a la Antártida 

como una “reserva natural dedicada a la paz y a la 
ciencia” (artículo 2°). En el artículo 3° del Protocolo 
se establecen principios básicos aplicables a las 
actividades humanas en la Antártida. El artículo 
7° prohíbe todas las actividades relacionadas con 
los recursos minerales excepto las que tengan 

unánime de las Partes Consultivas del Tratado 
Antártico.

Además, la prohibición relacionada con los 
recursos minerales no puede revocarse a menos 
que esté en vigor un régimen jurídicamente 
obligatorio sobre las actividades relativas a los 
recursos minerales antárticos (artículo 25.5).

El Protocolo tiene seis anexos. Los anexos I a IV 
fueron adoptados en 1991 junto con el Protocolo 
y entraron en vigor en 1998. El Anexo V, sobre 
protección y gestión de zonas, fue adoptado por 
la XVI RCTA en Bonn en 1991 y entró en vigor 
en 2002. El Anexo VI, sobre responsabilidad 
derivada de emergencias medioambientales, fue 
adoptado en la XXVIII RCTA en Estocolmo en 
2005 y entrará en vigor cuando sea aprobado por 
todas las Partes Consultivas.

A manera de resumen, consideramos que los 
artículos del Protocolo que merecen especial 
comentario son los siguientes:

El artículo 3° establece que la protección 
del medio ambiente antártico y los ecosistemas 
dependientes y asociados, así como del valor 
intrínseco de la Antártica, incluyendo sus 
valores de vida silvestre y estéticos y su valor 
como área para la realización de investigaciones 

comprensión del medio ambiente global, deberán 
ser consideraciones fundamentales para la 

que se desarrollen en el área del Tratado Antártico.
El artículo 7° declara que cualquier actividad 

relacionada con los recursos minerales, salvo la 

El artículo 8° requiere una evaluación ambiental 
de todas las actividades, incluido el turismo.

El artículo 11 crea un Comité de Protección 
Ambiental para el continente.

El artículo 15 pide a los Estados miembros que 
estén preparados para las acciones de respuesta 
para casos de emergencia en la zona.

Los artículos 18-20 arreglo para el arbitraje de 
las controversias internacionales en materia de la 
Antártida.

El artículo 25(5) señala que la prohibición de 
la minería del artículo 7° no puede ser derogada a 
menos que un futuro tratado establezca un marco 
normativo vinculante para dicha actividad.

III. FUNDAMENTOS LEGALES Y 
CONSTITUCIONALES

La Constitución Política establece en el artículo 
189 que corresponde al Presidente de la República 
como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y Suprema 
Autoridad Administrativa “Dirigir las relaciones 
internacionales (…) y celebrar con otros Estados 
y entidades de derecho internacional tratados o 
convenios que se someterán a la aprobación del 
Congreso”.

El artículo 150 ibídem, faculta al Congreso de la 
República para “Aprobar o improbar los tratados 
que el Gobierno celebre con otros Estados o 
con entidades de derecho internacional”, a la 
vez que el artículo 241 ibíd., consagra que a la 
Corte Constitucional se le confía la guarda de la 
integridad y supremacía de la Constitución, por 
tanto establece que una de sus funciones consiste 
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en 
de los tratados internacionales y de las leyes que 

a la Corte, dentro de los seis días siguientes 
a la sanción de la ley. Cualquier ciudadano 
podrá intervenir para defender o impugnar 
su constitucionalidad. Si la Corte los declara 
constitucionales, el Gobierno podrá efectuar 
el canje de notas; en caso contrario no serán 

tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la 
República solo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva”.

En punto a la aprobación que compete al 
Congreso de la República, el artículo 2° de la 
Ley 3ª de 1992 dispone que las Comisiones 
Segundas Constitucionales conocerán de “política 
internacional; defensa nacional y fuerza pública; 
tratados públicos; carrera diplomática y consular; 
comercio exterior e integración económica; 
política portuaria; relaciones parlamentarias, 
internacionales y supranacionales, asuntos 
diplomáticos no reservados constitucionalmente 
al Gobierno; fronteras; nacionalidad; 
extranjeros; migración; honores y monumentos 
públicos; servicio militar; zonas francas y de libre 
comercio; contratación internacional”.

Respecto al trámite, el artículo 204 de la Ley 
5ª de 1992 prevé que los proyectos de ley sobre 
tratados internacionales se tramitarán por el 
procedimiento legislativo ordinario o común.

En ese orden de ideas, la iniciativa del Gobierno 
nacional, objeto de estudio, guarda armonía con el 
ordenamiento jurídico.

IV. TERRITORIO ANTÁRTICO E 
IMPORTANCIA DEL PROTOCOLO DEL 
TRATADO ANTÁRTICO SOBRE EL MEDIO 
AMBIENTE

El Protocolo al Tratado Antártico, su apéndice 
y sus seis (6) anexos forman parte, junto con otros 
instrumentos, de lo que hoy conocemos como 
el Sistema del Tratado Antártico, un sistema 
dinámico de normas y acuerdos internacionales 
que procuran la protección del llamado 
Continente Blanco. El mismo protocolo designa a 
la Antártida como una reserva natural, consagrada 
a la paz y a la ciencia. Se trata de un instrumento 
de cooperación y el compromiso internacional 
referente a la utilización de la Antártida para 

de intercambio de información sobre proyectos, 

de manera libre e inmediata.
Partiendo de lo anterior, consideramos 

pertinente citar lo expuesto por el Gobierno 
Nacional (Ministerios de Relaciones Exteriores, 
Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, Defensa 
Nacional, y Minas y Energía) en la Exposición de 
Motivos del Proyecto presentado:

IV.I. INTRODUCCIÓN
“La Antártida es una zona que se extiende 

por más de 14 millones de kilómetros cuadrados 
y comprende el 26 por ciento de todas las zonas 
silvestres del mundo, representa el 90 por ciento 
de todo el hielo terrestre y el 70 por ciento de toda 
el agua dulce del planeta[1]. Más aún, esta zona 
comprende 36 millones de kilómetros cuadrados 
adicionales de océano, y funge como base de 
cadenas alimenticias alrededor del mundo[2]. 
Sus inigualables condiciones ambientales y 

condiciones atmosféricas y climatológicas del 
planeta, y a partir de ello, hacer modelaciones y 
pronósticos que sirven para que los tomadores 
de decisiones, reunidos en los escenarios 
internacionales, diseñen las mejores estrategias a 
seguir para frenar los daños que hemos producido 
al planeta y que están teniendo repercusiones en 
todos los campos de la actividad humana, tal y 
como lo demuestran las contrastantes inundaciones 
y sequías ante las cuales nuestra vulnerabilidad 
no tiene cuestionamiento. Debido a estas 
circunstancias, el continente Antártico representa 
en términos de variabilidad natural, investigación 

exclusivo estudiado por países comprometidos 
que reconocen la importancia de implementar un 

sensible a la presencia humana y en donde reina 
la paz.

Es así como en los años 50, un grupo de 
países liderados por Estados Unidos[3] iniciaron 
negociaciones tendientes a desactivar las 
ya notorias fricciones, principalmente entre 
Argentina y el Reino Unido[4], que por razón de 
las reclamaciones territoriales sobre el continente 
se venían presentando entre algunas naciones. 
Para la época, Argentina, Australia, Chile, Francia, 
Noruega, Nueva Zelanda y el Reino Unido habían 
hecho reclamaciones que en muchos casos 
sobreponían territorios reclamados por otro u 
otros países y se habían presentado incidentes 
que pudieron haber generado enfrentamientos 
militares. Dichas negociaciones concluyeron con 

del primer año geofísico internacional.
En la década de los 70, gracias a la Conferencia 

de Naciones Unidas sobre el Medio Humano de 
1972 (también conocida como Conferencia de 
Estocolmo)[5] el medio ambiente ingresó en la 
agenda internacional como uno de los asuntos que 
requerían la atención y la acción coordinada de 
todos los países del mundo.

Hasta entonces, las propuestas para el desarrollo 
económico y social estaban basadas en modelos 
extractivos que veían a los recursos naturales 
como fuentes inagotables, y muy pocos daban 
cuenta de los daños que los procesos industriales 
de transformación estaban ocasionando al medio 
ambiente. De tal manera, los comportamientos 
humanos estaban generando graves problemas 
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ambientales que en el mediano y largo plazo 
redundarían en afectaciones a las actividades 
económicas y sociales, es decir, se había incurrido 
en un círculo vicioso que en nombre del progreso 
amenazaba la salud, el bienestar, la calidad de vida 
y la misma supervivencia de los seres humanos.

Uno de los principales efectos de la Conferencia 
de Estocolmo fue haber generado una conciencia 
global acerca de la necesidad de entender 
los problemas ambientales causados por la 
humanidad, para que a partir de este entendimiento, 
y de manera conjunta o coordinada, se llegara 
a las soluciones adecuadas. Es así como, desde 
este nuevo enfoque, las actividades humanas 
empiezan a ser manejadas en concordancia con la 
capacidad de los ecosistemas, y se empiezan a dar 
los primeros pasos hacia una política ambiental 
internacional concertada[6].

Los problemas ambientales no están aislados, 
sino que por el contrario, tienen repercusiones 
más amplias, que deben enfrentarse de 
forma integral. Muchos asuntos ambientales 

Estados individualmente considerados, sino las 
preocupaciones de la comunidad internacional[7]. 
Desde la Conferencia de Estocolmo se han 
creado espacios intergubernamentales y se han 
realizado además otras importantes reuniones 
internacionales sobre medio ambiente[8], con las 
cuales se ha logrado consolidar lo que podríamos 
llamar la agenda ambiental internacional, en 
respuesta a las principales amenazas que ponen 
en peligro los recursos naturales, ecosistemas 
y a la misma subsistencia humana. Hoy en día, 
los efectos del cambio climático, el aumento del 
nivel del mar, la contaminación de los recursos del 
aire, suelo y agua; la destrucción de los bosques; 
la escasez de agua para consumo humano; la 
extinción de especies; la pérdida de biodiversidad; 
el mal manejo de residuos y la sobreexplotación 
de los recursos naturales pueden considerarse las 
principales amenazas al medio ambiente global. 
Estos impactos de preocupación común requieren 
igualmente acciones colectivas y, por lo tanto, 
demandan cooperación entre los Estados. La 
respuesta del derecho ambiental internacional 
ha consistido fundamentalmente en esfuerzos 
para elaborar regímenes basados en tratados 
multilaterales que empezaron a reconocer el valor 
intrínseco de los ecosistemas, pasando de una 
visión utilitaria a una más éticamente orientada 
a la importancia de la base natural y ambiental 
como clave para el desarrollo de la humanidad[9].

para encontrar soluciones idóneas, pues hay que 
conocer las causas y los efectos de los mismos 
sobre la vida en el planeta. En este entendido, 

fundamental, pues es la ciencia y su aplicación la 
que ha logrado un profundo entendimiento de estos 
problemas, proporcionando información que sirve 
como guía para tomar las mejores decisiones en 

materia ambiental y articularlas con el desarrollo 
social integral. Lo anterior tomando en cuenta los 
impactos de las condiciones climáticas actuales 
en las diferentes regiones, así como los efectos 
de las actividades transnacionales que en una u 
otra escala y magnitud se relacionan desde los 
extremos polares del planeta hasta la zona tropical 
donde se ubica Colombia.

En el marco de esta creciente preocupación 
global por la protección del medio ambiente, 
diversos Estados alrededor del mundo reconocieron 
la necesidad de responder a las amenazas que 
enfrentaba, y enfrenta, el medio ambiente Antártico 
y sus ecosistemas asociados[10], diseñando para 
tales efectos un instrumento internacional de 

esfuerzo internacional fue el Protocolo al Tratado 
Antártico, el cual fue adoptado el 4 de octubre de 
1991 en Madrid, y actualmente se erige como el 
instrumento internacional clave para la protección 
ambiental de esta zona. Cabe resaltar que el Estado 
de Colombia suscribió este protocolo en la fecha 

IV.II. EL SISTEMA ANTÁRTICO
Después de cerca de diez años de discusiones 

sobre el futuro de la Antártida, el 1° de diciembre 

Antártico, siendo los 12 países signatarios 
originales los mismos que habían llevado a 

sus alrededores, a saber: Argentina, Australia, 
Bélgica, Chile, la República Francesa, Japón, 
Nueva Zelandia, Noruega, la Unión de África 
del Sur (hoy Sudáfrica), la Unión de Repúblicas 
Socialistas Soviéticas (hoy Federación Rusa), 
el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte y los Estados Unidos de América. Uno de 
los principales logros de este instrumento fue el de 
congelar las reivindicaciones territoriales de los 
Estados sobre espacios antárticos (con su Artículo 
IV), al tiempo de establecer esta región como un 

únicamente para actividades desarrolladas en 
[11].

Algunos de los más importantes postulados del 
Tratado Antártico son:

1.  La Antártida se utilizará exclusivamente 
-

dida de carácter militar, el establecimiento 
de bases militares, la realización de manio-
bras militares y los ensayos de toda clase 
de armas. Se continuará con la cooperación 

Antártida.
2.  Las Partes Contratantes acuerdan inter-

cambiar observaciones y resultados cientí-

disponibles libremente.
3.  Ningún acto o actividad que se lleve a cabo 

mientras el tratado se halle en vigencia, 
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constituirá fundamento para hacer valer, 
apoyar o negar una reclamación de sobera-
nía territorial en la Antártida, ni para crear 
derechos de soberanía en esta región.

4.  No se harán nuevas reclamaciones de so-
beranía territorial en la Antártida, ni se 
ampliarán las reclamaciones anteriormente 
hechas valer, mientras el Tratado se halle 
en vigencia.

-
rar la observancia de las disposiciones del 
tratado, todas las regiones de la Antártida 
y todas las estaciones, instalaciones y equi-
pos que allí se encuentren están abiertos en 
todo momento a la inspección de cualquier 
otro país signatario.

El Tratado Antártico entró en vigor internacional 
el 23 de junio de 1961 y hoy día cuenta con 53 
Partes, de las cuales 29 tienen el status de Parte 
Consultiva (con derecho a voz y voto), y las 
restantes son Partes no Consultivas, invitadas a 
participar en las reuniones, pero sin tomar parte en 
la toma de decisiones. Lo anterior responde al hecho 
de que, cualquier Estado puede adherir al Tratado 
Antártico; sin embargo, convencionalmente se ha 
decidido que las decisiones solo serán tomadas 

sustanciales en la Antártida, mejor conocidas 
como Partes Consultivas (Artículo IX). Las Partes 
Consultivas están facultadas para participar en las 

Tratado Antártico, para formular, considerar y 
recomendar acciones a sus Gobiernos en relación 

conjunto las mismas pueden decidir el futuro uso 

efectivamente, en nombre de la comunidad 
internacional, los destinos de la Antártida[12]. Vale 
mencionar que, el Gobierno de los Estados Unidos 
sirve como depositario del tratado y la Secretaría 
del Tratado Antártico tiene sede en la ciudad de 
Buenos Aires, Argentina.

El Tratado ha servido de base primigenia 
para la estructuración de un sistema dinámico de 
normas y acuerdos internacionales en relación con 
la Antártida[13], conocido como el Sistema del 
Tratado Antártico[14]. Este sistema se conforma 
principalmente por 5 instrumentos:

1.  El Tratado Antártico, de 1959.
2.  La Convención para la Conservación de 

Focas Antárticas, de 1972.
3.  La Convención para la Conservación de 

Recursos Vivos Marinos Antárticos, de 
1980.

4.  Convención para la Reglamentación de 
las Actividades sobre Recursos Minerales 
Antárticos, de 1988.

5.  El Protocolo al Tratado Antártico sobre 
Protección del Medio Ambiente, de 1991.

Cada uno de estos acuerdos permite una 
mejor gestión del continente blanco y provee las 
herramientas necesarias para llevar a cabo las 

cooperación y protección de los ecosistemas 
antárticos; todos regulan la actividad humana en 
el Antártico con el principal objetivo de prevenir 
su degradación. Cabe señalar igualmente que 
algunos autores consideran como parte del 
Sistema Antártico a la Convención Internacional 
para la Regulación de la Caza de Ballenas, en 
tanto también coadyuva a la consecución de 

suscrita casi una década antes de la adopción del 
mismo (1946).

Dentro de este sistema, el Tratado Antártico y 
su Protocolo de Protección del Medio Ambiente 
se erigen como el núcleo central de trabajo de la 
Reunión Consultiva del Tratado Antártico y del 
Comité de Protección Ambiental, en los cuales 
se adoptan las medidas, decisiones, resoluciones 
y compromisos que pondrán en práctica los 
principios de estos dos instrumentos[15]. Lo 
anterior pone de presente que el Sistema Antártico 
ha encontrado un enfoque eminentemente 
proteccionista del medio ambiente.

IV.III. EL PROTOCOLO AL TRATADO 
ANTÁRTICO SOBRE PROTECCIÓN DEL 
MEDIO AMBIENTE

Dado que uno de los objetivos fundamentales 
del Tratado Antártico es la libertad de investigación 

sensibles ecosistemas antárticos se convirtió 
en una verdadera preocupación. En 1964, 
transcurridos solo 3 años de la entrada en vigor 
del Tratado Antártico, se comenzó a evidenciar la 
necesidad de establecer medidas proteccionistas y 
de conservación del medio ambiente en la zona del 

otra actividad humana, estaba causando impactos 
no deseados sobre el medio ambiente antártico, por 
lo que fue indispensable reglamentar los requisitos 
para obtener permisos relacionados con la colecta 

procesos de investigación. Al mismo tiempo, se 
establecieron normas para evitar la introducción 
de especies no autóctonas que pudieran afectar los 
ecosistemas locales. De esta manera, en la Sexta 
Conferencia de las Partes, las Partes Consultivas 
reconocieron a través de la Recomendación VI-4 
los siguientes principios:

1.  En la Zona del Tratado Antártico el eco-
sistema es particularmente vulnerable a la 
interferencia humana.

2.  La Antártida deriva una parte considerable 

estar contaminada ni perturbada.
3.  Es cada vez más urgente la necesidad de 

proteger el medio ambiente de interferen-
cias humanas.
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4.  Las Partes Contratantes serán responsables 
de la protección del medio y la utilización 
prudente de la zona del Tratado.

desde sus inicios como un verdadero sistema 
multilateral de carácter ambiental. Pero no 
obstante el interés por proteger la zona antártica, 
las recomendaciones de las Conferencias de 
las Partes del Tratado Antártico parecían no ser 

cooperación internacional para poder responder 
a las amenazas que enfrenta el medio ambiente 
antártico y sus ecosistemas[16], los Estados con 
interés en el área del Tratado Antártico detectaron 
la necesidad de establecer normas vinculantes de 

en la adopción de un Protocolo Ambiental, 
complementario al Tratado Antártico[17].

XI Reunión Consultiva Especial del Tratado 
Antártico (RCETA), celebrada en Madrid el 3 y 
4 de octubre de 1991. A esta reunión asistieron 
Representantes de las Partes Consultivas 
del Tratado Antártico (Alemania, Argentina, 
Australia, Bélgica, Brasil, Chile, China, Ecuador, 
España, Estados Unidos de América, Finlandia, 
Francia, India, Italia, Japón, Noruega, Nueva 
Zelanda, Países Bajos, Perú, Polonia, Reino Unido, 
República de Corea, Sudáfrica, Suecia, Unión de 
Repúblicas Socialistas Soviéticas, y Uruguay). 
También asistieron delegaciones de las Partes 
Contratantes del Tratado Antártico que no son 
Partes Consultivas (Austria, Bulgaria, Canadá, 
Checo-Eslovaquia, Colombia, Cuba, Dinamarca, 
Grecia, Hungría, República Democrática Popular 
de Corea, Rumania y Suiza), y observadores 
Representantes de Organizaciones Internacionales 
Gubernamentales y No Gubernamentales 
(Coalición de la Antártida y del Océano 

Antártica, Comisión para la Conservación de los 
Recursos Marinos Vivos Antárticos, Comisión 
de las Comunidades Europeas, Comisión 

Meteorológica Mundial y Unión Internacional 
para la Conservación para la Naturaleza y los 
Recursos Naturales).

Junto con el “Protocolo al Tratado Antártico 
sobre Protección del Medio Ambiente”, se 
adoptaron cuatro Anexos, los cuales forman parte 
integrante del mismo, y obran de la siguiente 
manera: Anexo I sobre la Evaluación del Impacto 
sobre el Medio Ambiente, Anexo II sobre la 
Conservación de la Fauna y Flora Antárticas, 
Anexo III sobre la Eliminación y Tratamiento de 
Residuos, Anexo IV sobre la Prevención de la 
Contaminación Marina.

Este protocolo complementario al Tratado 
Antártico también denominado “Protocolo de 
Madrid”, en referencia al lugar de su adopción, 
entró en vigor internacional el 14 de enero de 
1998. A la fecha, el Protocolo tiene seis Anexos: 

los Anexos I a IV, adoptados junto con el 
Protocolo y los Anexos V y VI, adoptados en 1991 
(posterior a la adopción del protocolo) y 2005, 
respectivamente.

El Protocolo establece un Comité para la 
Protección del Medio Ambiente (CPA), como 
grupo de expertos para proveer asesoramiento y 
formular recomendaciones en la RCTA sobre la 
implementación del Protocolo, y se reúne todos 
los años en ocasión de la Reunión Consultiva del 
Tratado Antártico, con periodos intercesiones 
de actividades para preparar y socializar la 
información actual que cada país lleva al evento 
consultivo.

Este ambicioso instrumento de protección 
ambiental parte del hecho probado de que la 

la circulación oceánica y la regulación atmosférica 
global, y en él, las Partes se comprometen a la 
protección del medio ambiente antártico y de sus 
ecosistemas dependientes y asociados, designando 
a la Antártida como reserva natural dedicada a la 
paz y a la ciencia.

El Protocolo de Madrid consta de un 
Preámbulo, 27 artículos, un apéndice y seis 
Anexos: I. Evaluación del impacto sobre el 
medio ambiente; II. Conservación de la fauna y 

de residuos; IV. Prevención de la contaminación 
marina; V. Protección y gestión de zonas; y 
VI. Responsabilidad emanada de emergencias 
ambientales.

Como se indicó anteriormente, el objetivo 
principal del Protocolo de Madrid es proteger 
el medio ambiente Antártico y sus ecosistemas 
dependientes y asociados. Para la consecución 
de este objetivo, este instrumento internacional 
consagra una amplia gama de disposiciones que 
van, desde la prohibición de actividades extractivas 
de recursos minerales hasta el requerimiento de la 
elaboración de evaluaciones de impacto ambiental 
para cualquier actividad que se acometa en la zona 

Así las cosas, se procede a describir el 
instrumento sub examine, en cada uno de sus 27 
artículos, apéndice y 6 anexos que obran de la 
siguiente manera:

Preámbulo
Incluye los considerandos que motivaron a 

los Estados a concluir el Protocolo. En el mismo 
se resalta que este instrumento es el resultado de 
la “necesidad de incrementar la protección del 
medio ambiente antártico y de los ecosistemas 
asociados”. Igualmente, se deja claro que hace 
parte integral del Sistema del Tratado Antártico 
y está diseñado para complementar y reforzar 
las disposiciones del Tratado de 1959. En total, 

principios fundamentales consagrados en el 
Tratado Antártico.
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Artículo 1°. El artículo 1° del 

términos como: `Área del Tratado Antártico, 
“Sistema del Tratado Antártico”, “Reuniones 
Consultivas del Tratado Antártico”, “Tribunal 
Arbitral” y “Comité”, entre otros.

Artículo 2°. Como su 
nombre lo indica, el artículo 2° busca delimitar el 
objetivo del protocolo, estableciendo expresamente 

“las 
partes se comprometen a la protección global 
del medio ambiente antártico y los ecosistemas 
dependientes y asociados”. Igualmente, este 

como una “reserva natural, consagrada a la paz 
y la ciencia”.

Artículo 3°. 
El artículo 3° establece un catálogo de principios 
básicos aplicables a las actividades humanas 
en la Antártida, que han de ser observados a 
la hora de adoptar medidas que procuren la 
conservación de los diferentes ecosistemas 
antárticos y en la conducción de actividades de 
cualquier índole en la zona. Se establecen como 
consideraciones fundamentales la protección 
del medio ambiente Antártico y los ecosistemas 
dependientes y asociados, el valor intrínseco 
de la Antártida, incluyendo sus valores de vida 
silvestre y estéticos, y su valor como área para 

especial las esenciales para la comprensión del 
medio ambiente global.

De esta norma se destacan, inter alia, las 
siguientes disposiciones:

Artículo 3.2 (a). “Las actividades en el área 

manera que se limite el impacto perjudicial sobre 
el medio ambiente antártico y los ecosistemas 
dependientes y asociados”.

Artículo 3.2(c). “Las actividades en el área 

y realizadas sobre la base de una información 

un juicio razonado sobre su posible impacto en 
el medio ambiente antártico y en sus ecosistemas 
dependientes y asociados, así como sobre el 
valor de la Antártida para la realización de 

Artículo 3.4:
“Tanto las actividades emprendidas en el 

área del Tratado Antártico de conformidad con 

el turismo y con todas las otras actividades 
gubernamentales y no gubernamentales en el 
área del Tratado Antártico para las cuales se 

artículo VII (5) del Tratado Antártico, incluyendo 
las actividades asociadas de apoyo logístico, 
deberán:

(a)  llevarse a cabo de forma coherente con los 
principios de este Artículo; y

provocan o amenazan con provocar reper-
cusiones en el medio ambiente antártico o 
en sus ecosistemas dependientes o asocia-
dos que sean incompatibles con estos prin-
cipios”.

Debe aclararse que el anterior es apenas un 
recuento de los contenidos de este artículo, puesto 
que el mismo incluye disposiciones adicionales, 
todas encaminadas a prevenir que las actividades 
desarrolladas en este sector, sin importar su 
índole, tengan efectos dañinos sobre la zona o, 
en su defecto, a asegurar que las mismas causen 
el menor impacto posible a la luz de la técnica 

prioridad a las actividades de investigación 

consideradas esenciales para la comprensión del 
medio ambiente global en su innegable balance 
entre regiones polares, templadas y tropicales.

Artículo 4°.

El artículo 4° indica lo que ya se ha señalado 
previamente, y es que este Protocolo complementa 
las disposiciones del Tratado Antártico, pero 
adicionalmente aclara que el mismo no está 

año 1959. Señala además que nada en el Protocolo 
afectará los derechos y obligaciones de las Partes, 
derivados de otros instrumentos internacionales 
en vigor dentro del Sistema del Tratado Antártico.

Artículo 5°. 
 

El artículo 5° reconoce que, en el entendido de 
que este Protocolo es un componente dentro de un 
sistema más grande, las Partes de este instrumento 
internacional consultarán y cooperarán con las 
Partes de otros instrumentos internacionales 

la realización de los objetivos y principios del 
Protocolo de Madrid. Igualmente, dispone que la 

de asegurar la consecución de los objetivos de 
los otros instrumentos internacionales en cuestión 
y al tiempo evitar cualquier incoherencia en la 
aplicación de estos instrumentos.

Artículo 6°. El artículo 6° 
enumera una serie de mecanismos, respecto 
a los cuales las Partes han de esforzarse en 
su conducción, diseñados para asegurar la 
cooperación de los Estados en la consecución 

disposiciones atinentes a, entre otros, el 
intercambio de información, el ejercicio de 
jurisdicción y el establecimiento de programas 

el compromiso de compartir la información que 
requiera otra Parte o información de utilidad para 
otras Partes, así como el deber de cooperación 
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con otras Partes que puedan ejercer jurisdicción 
en zonas adyacentes al área del Tratado Antártico.

Para el caso Colombia, se destaca la existencia 
de un Acuerdo de Cooperación Logística con 
Chile, el cual tiene la vocación de incrementar 

Artículo 7°. 
Según 

doctrinantes expertos en materia ambiental, el 
artículo 7° consagra el pilar de este Protocolo, 
pues incluye la motivación principal que dio vida 
a este[18]. Por su importancia, se reproduce en su 
integridad:

“Cualquier actividad relacionada con los 
recursos minerales, salvo la investigación 

Este artículo impone una prohibición tajante 
a cualquier actividad de índole extractiva o 
de cualquier otra índole,
relación con los recursos minerales que existen en 
la Antártida.

La Reunión Consultiva Especial del Tratado 
Antártico que adoptó el Protocolo de Madrid 
tomó nota de que la explotación de hielo no era 
considerada una actividad relativa a los recursos 
minerales antárticos; se acordó, por tanto, que si 
la explotación de hielo llegara a resultar posible 
en el futuro, se entendía que serían aplicables las 
disposiciones del Protocolo, con excepción del 
artículo 7°.

Como se verá más adelante, la prohibición 
relacionada con los recursos minerales no puede 
revocarse a menos que esté en vigor un régimen 
jurídicamente obligatorio especial sobre las 
actividades relativas a los recursos minerales 
antárticos (artículo 25.5 infra).

Artículo 8°. 
El artículo 8° consagra una de 

las disposiciones más progresistas del Protocolo, 
y es el requerimiento de la elaboración de 
estudios de impacto ambiental para la conducción 
de actividades en la zona de aplicación de este 
instrumento. Debe resaltarse que no todas las 
actividades están sujetas a las mismas normas y 
al mismo tipo de requerimientos respecto de estos 
estudios. El artículo remite al Anexo I del Protocolo 

estudios de impacto ambiental requeridos para los 
diferentes tipos de actividades.

este artículo, la Reunión tomó nota de que no se 
pretendía que incluyeran actividades emprendidas 
en el área del Tratado Antártico, en conformidad 
con la Convención sobre la Conservación de 
los Recursos Vivos Marinos Antárticos o la 
Convención sobre la Conservación de las Focas 
Antárticas.

Artículo 9°. El artículo 9° se ocupa de 
regular lo atinente a los Anexos al Protocolo. En 

artículo 9.1 por medio de la cual se establece que 
“los Anexos a este protocolo constituirán parte 
integrante del mismo.” Igualmente se desataca 
que, si bien originalmente existen 4 Anexos (los 
cuatro primeros Anexos al Protocolo), otros 
Anexos podrán ser adoptados y entrarán en vigor 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
IX del Tratado Antártico, a menos que el propio 
Anexo disponga lo contrario. Adicionalmente, 
este artículo dispone cláusulas especiales para 
la entrada en vigor de los Anexos para Estados 
Partes que no sean Partes Consultivas del Tratado 
Antártico.

Artículo 10. 

se conjugarán los contenidos y disposiciones 
del Protocolo en el trabajo de las Reuniones 
Consultivas del Tratado Antártico, que con la 
entrada en vigor del Protocolo de Madrid, deben 

del medio ambiente antártico y los ecosistemas 
dependientes y asociados, así como adoptar 
medidas para la ejecución del Protocolo.

Artículo 11. 
Mediante el artículo 11 de 

este instrumento se establece el Comité para la 
Protección del Medio Ambiente. Adicionalmente, 
se plasman diversas disposiciones sobre la 
articulación del trabajo del mismo en el ámbito del 
Sistema del Tratado Antártico y otras disposiciones 
sobre su funcionamiento y composición. Este 
Comité está integrado por Representantes de las 
Partes del Protocolo, y podrá estar acompañado 
por expertos y asesores.

Artículo 12. El artículo 
12 determina cuáles serán las funciones del Comité 
establecido en el artículo 11, explicando que su 
trabajo se centrará en proporcionar asesoramiento 
y formular recomendaciones a las Partes en 
relación con la aplicación del Protocolo, para 
consideración de las Reuniones Consultivas del 
Tratado Antártico. El asesoramiento del Comité 
cubre prácticamente todos los compromisos 
establecidos en el Protocolo en cabeza de las Partes, 
así como el estado del medio ambiente antártico y 

incluyendo la observación medioambiental, 
relacionadas con la aplicación del Protocolo.

Artículo 13. 
El artículo 13 consagra una de las principales 
obligaciones transversales para las Partes, para 
garantizar el cumplimiento del Protocolo: la de 
tomar las medidas adecuadas en el ámbito de su 
competencia, incluyendo la adopción de leyes y 
reglamentos, actos administrativos y medidas 
coercitivas, además de llevar a cabo los esfuerzos 
necesarios, compatibles con la Carta de Naciones 
Unidas, para evitar actividades contrarias al 

las medidas que adopten en este sentido.
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Esta obligación adquiere una connotación 
particularmente relevante para la coordinación 
intersectorial a nivel interno, así como evidencia 
la necesidad de medidas legislativas y de política 
en el ordenamiento interno para el cumplimiento 
de los compromisos internacionales que adquirirá 
el país bajo el Protocolo de Madrid.

Artículo 14. En línea con el 

de promover la protección del medio ambiente 
antártico y sus ecosistemas dependientes y 
asociados, las Partes Consultivas del Tratado 
Antártico tomarán medidas, tanto individual como 
colectivamente, para la realización de inspecciones 
por observadores de conformidad con el artículo 

quiénes serán “observadores” para efectos del 
Protocolo.

Artículo 15. 
El artículo 15 consagra los 

mecanismos de respuesta en casos de emergencia 
medioambientales en el área del Tratado Antártico. 
Para esto, establece ciertas obligaciones mínimas 
que deben ser observadas por las Partes, tales 
como disponer de una respuesta rápida y 
efectiva a emergencias que pudieran surgir de 
las investigaciones que adelanten o de cualquier 
afectación de la salud que ponga en riesgo la vida 
humana, así como establecer planes de emergencia 
para responder a los incidentes que puedan tener 
efectos adversos para el medio ambiente antártico 
o sus ecosistemas dependientes y asociados, y 
cómo cooperar en la formulación y aplicación de 
dichos planes de emergencia.

Artículo 16. El artículo 
16 obliga a las Partes a establecer normas y 
procedimientos relacionados con la responsabilidad 
derivada de daños ambientales provocados por 

esta materia, se establece que estas normas serán 
contenidas en un anexo al Protocolo, en desarrollo 
de lo dispuesto por el artículo 9° antes descrito. 
Este es justamente el objetivo del Anexo VI al 
Protocolo que, sin embargo, no obstante el mismo 
aún no se encuentra en vigor internacional.

Artículo 17. El 
artículo 17 indica que cada Parte del Protocolo 
informará anualmente las medidas que adopte 
a efectos de dar cumplimiento a los contenidos 
del Protocolo. Adicionalmente, consagra ciertas 
disposiciones procedimentales en relación al 
contenido y publicidad de los informes.

Artículo 18. El 
artículo 18 consagra la cláusula de solución de 

“En caso de controversia relativa a la 
interpretación o aplicación de este Protocolo, las 
partes en controversia deberán, a requerimiento 
de cualquiera de ellas, consultarse entre sí 

resolver la controversia mediante negociación, 
investigación, mediación, conciliación, arbitraje, 

partes en la controversia acuerden”.
Cabe anotar que la anterior cláusula se 

corresponde al artículo 33 de la Carta de Naciones 

de solución de controversias internacionales.
Con relación a este artículo, la Reunión acordó 

elaborar un procedimiento de investigación para 
facilitar la solución de las controversias relativas 
a la interpretación o aplicación del artículo 3° con 
respecto a las actividades desarrolladas o que han 
sido propuestas para su desarrollo en el área del 
Tratado Antártico.

Artículo 19. 
Ahora bien, no 

obstante lo establecido en el artículo anterior, el 
artículo 19 consagra que:

Protocolo, o en cualquier momento posterior, 
pueden elegir, mediante declaración escrita, 
uno o ambos de los siguientes medios para la 
solución de controversias relacionadas con la 
interpretación o aplicación de los artículos 7°, 
8° y 15 y, excepto en el caso de que un Anexo 
establezca lo contrario, las disposiciones de dicho 
Anexo y, en la medida en que esté relacionado con 
estos artículos y disposiciones, el artículo 13:

(a)  la Corte Internacional de Justicia;
(b)  el Tribunal Arbitral.
3. Se considerará que una Parte que no haya 

formulado una declaración acogiéndose al 
párrafo 1 precedente o con respecto a la cual una 
declaración ha dejado de tener vigor, ha aceptado 
la competencia del Tribunal Arbitral.

4. Si las partes en una controversia han 
aceptado el mismo medio para la solución de 
controversias, la controversia solo podrá ser 
sometida a ese procedimiento, salvo que las partes 
acuerden lo contrario.

5. Si las partes en una controversia no han 
aceptado el mismo medio para la solución de 
controversias, o si ambas han aceptado ambos 
medios, la controversia solo puede ser sometida 
al Tribunal Arbitral, salvo que las partes acuerden 
lo contrario”.

De lo anterior resulta procedente colegir que 
si bien la norma imperante es aquella del artículo 
18, en relación con ciertos artículos del Protocolo 
y con las disposiciones de los Anexos, existe 
un régimen especial que ha de ser observado y 

cuáles mecanismos se circunscribirá la República 
de Colombia.

Artículo 20. 
El artículo 20 completa los dos 

artículos precedentes estableciendo que:
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“Si las partes en una controversia relativa a la 
interpretación o aplicación de los artículos 7°, 8°, o 
15 o, excepto en el caso de que un Anexo establezca 
lo contrario, las disposiciones de cualquier Anexo 
o, en la medida en que se relacione con estos 
artículos y disposiciones, el artículo 13, no han 
acordado el medio para resolverla en un plazo de 
12 meses después de la solicitud de consultas de 
conformidad con el artículo 17, la controversia 
será remitida, a solicitud de cualquiera de las 
partes en la controversia, para que sea resuelta de 
conformidad con el procedimiento determinado 
por el artículo 19 (4) y (5).

El Tribunal Arbitral no tendrá competencia 
para decidir o emitir laudo sobre ningún 
asunto dentro del ámbito del artículo IV del 
Tratado Antártico. Además, nada en este 
Protocolo será interpretado como susceptible de 
otorgar competencia o jurisdicción a la Corte 
Internacional de Justicia o a cualquier otro 

controversias entre Partes para decidir o emitir 
laudo sobre ningún asunto dentro del ámbito del 
artículo IV del Tratado Antártico”.

Como se aprecia de lo anterior, las disposiciones 
del presente artículo obligan a las Partes a someter 
las controversias a un mecanismo de solución en un 

indicar que, según el texto del Protocolo, a menos 
que se otorgue competencia abierta a la Corte 
Internacional de Justicia, esta no podrá conocer de 
asuntos del Protocolo, y en ningún caso a asuntos 
bajo el ámbito del artículo 4°. Adicionalmente, se 
resalta que aún en el caso de otorgar competencia 
a la Corte Internacional de Justicia, este será el 
último recurso.

La Reunión tomó nota que, con relación a la 
competencia del Tribunal Arbitral, según los 
artículos 19 y 20 del Protocolo, para dictar un 
laudo sobre cualquier asunto, se entendía que el 
Tribunal no se pronunciaría en cuanto a los daños 
hasta que hubiera entrado en vigor un régimen 
jurídicamente obligatorio, en virtud de un Anexo 
o Anexos, de conformidad con el artículo 16.

Artículo 21. El artículo 21 señala que 

Estado Parte del Tratado Antártico, desde el 4 de 
octubre de 1991  hasta el 3 de octubre de 1992.

De lo anterior se puede concluir que slo los 
Estados Parte del Tratado Antártico podrán 
acceder a este Protocolo, y adicionalmente, 
solo los Estados que lo suscriban dentro del 
término indicado podrán ser tenidos como 
Estados Signatarios. Al respecto se recuerda 

el mismo día de su adopción en el marco de la 
XI Reunión Consultativa Especial del Tratado 
Antártico, es decir, el 4 de octubre de 1991 y, 
por lo tanto, es Estado Signatario del Protocolo 

Artículo 22. 
El artículo 22 estipula 

aceptación o aprobación de los Estados Signatarios. 
En su defecto, y con posterioridad al 3 de octubre 
de 1992, el Protocolo estará abierto a la adhesión 
de cualquier Estado Parte del Tratado Antártico. 
Adicionalmente, designa al Gobierno de los 
Estados Unidos de América como el depositario 
del instrumento.

De lo anterior cabe colegir que, de ser aprobado 
el Protocolo, y en virtud a su calidad de Estado 
Signatario, el Estado colombiano podrá proceder 

Artículo 23. El artículo 
23 consagra la cláusula de entrada en vigor del 
Protocolo. A saber, el Protocolo entraría en 
vigor el trigésimo día siguiente a la fecha de 
depósito de los instrumentos de manifestación del 
consentimiento en obligarse por el instrumento de 
todas las Partes Consultivas del Tratado Antártico 
en la fecha de adopción del Protocolo. Lo anterior 

después de la fecha en que el último de los Estados 
que eran Partes Consultivas del Tratado Antártico 
para el 4 de octubre de 1991 depositó ante el 
Gobierno de los Estados Unidos su instrumento 

esta disposición el 14 de enero de 1998 entró en 
vigor el Protocolo de Madrid.

Ahora bien, el artículo 23.2 indica que 
el Protocolo entrará en vigor para cualquier 
otro Estado 30 días después de que deposite, 
posteriormente a la fecha de entrada en vigor 

aceptación, aprobación o adhesión. La República 
de Colombia estaría sujeta a esta última disposición 
y, por lo tanto, el Protocolo comenzará a surtir 
efectos jurídicos para el Estado colombiano, 30 
días después del depósito de nuestro instrumento 

Artículo 24. El artículo 24 consagra 
lo que es una práctica recurrente de los Tratados 
de Protección Ambiental y otros temas de especial 
sensibilidad: El Protocolo no admite reservas 
frente a ninguna disposición del mismo.

Sin embargo, la Reunión reconoció que si 
bien no se permiten reservas al Protocolo, esto 
no impediría que un Estado, en el momento de 

o adherirse a él, hiciera declaraciones, cualquiera 
que fuese su expresión o denominación, con el 

reglamentos con el Protocolo, siempre que tales 

efecto jurídico del Protocolo en su aplicación a 
ese Estado.

Artículo 25. El 
artículo 25 dispone el mecanismo de enmienda 
del Protocolo. Al respecto indica que, con 
independencia a la introducción de Anexos, el 
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en cualquier momento, de acuerdo con el 
procedimiento establecido en el artículo XII, (1) 
(a) y (b) del Tratado Antártico.

A saber, el aparte relevante de dicho artículo 
dispone lo siguiente:

1. (a) El presente Tratado podrá ser 

con el consentimiento unánime de las Partes 
Contratantes, cuyos Representantes estén 
facultados a participar en las reuniones previstas 

entrará en vigencia cuando el Gobierno 

de dichas Partes Contratantes de que las han 

enmienda entrará en vigencia, para cualquier 
otra Parte Contratante, cuando el Gobierno 

Parte Contratante dentro del plazo de dos años, 
contados desde la fecha de entrada en vigencia 

con lo dispuesto en el subpárrafo 1(a) de este 
Artículo, se la considerará como habiendo dejado 
de ser Parte del presente Tratado en la fecha de 
vencimiento de tal Plazo”.

Posteriormente, el artículo 25 señala que:
“2. Si después de transcurridos 50 años después 

de la fecha de entrada en vigor de este Protocolo, 
cualquiera de las Partes consultivas del tratado 
Antártico así lo solicitara [“], se celebrará una 

de revisar la aplicación de este Protocolo”.
Indica además que en dichas conferencias 

propuestas, que sean aprobadas por la mayoría 
de las Partes, incluyendo tres cuartas partes 
de los Estados que eran Partes Consultivas del 
Tratado Antártico para el 4 de octubre de 1991. 

o enmiendas entrarán en vigor después de la 

por tres cuartas partes de las Partes Consultivas, 
pero incluyendo a todas las Partes Consultivas 
para el 4 de octubre de 1991.

No obstante lo anterior, el numeral 5 de este 
artículo señala que respecto del artículo 7 de 
este Protocolo, continuará la prohibición sobre 

minerales, a menos que esté en vigor un régimen 
jurídicamente obligatorio sobre este tipo de 
actividades que incluya modalidades acordadas 
para determinar si dichas actividades podrían 
aceptarse, y, si así fuera, en qué condiciones. En 

contenidas en el numeral 5 referido, introducir 

Protocolo resultaría en extremo complicado.
Finalmente, este artículo incluye una 

disposición mediante la cual, un Estado podrá 
retirarse del Protocolo si pasados 3 años de la fecha 

vigor.
Artículo 26. 

El artículo 26 dispone normativas procedimentales 
en relación a los deberes y obligaciones del 
Depositario del Protocolo.

Artículo 27. 
El artículo 27, último artículo 

del Protocolo, dispone que el texto del mismo 
hace fe en su versión en español, francés, inglés 
y ruso, siendo cada versión igualmente auténtica. 
Adicionalmente, señala que el Protocolo ha de ser 
registrado ante las Naciones Unidas en atención 
a lo dispuesto por el artículo 102 de la Carta de 
dicha organización.

Apéndice
Finalmente, el Protocolo cuenta con un 

apéndice en el que se plasman todas las 
disposiciones de funcionamiento y procedimiento 
del Tribunal Arbitral al que se hace referencia 
en las disposiciones relativas a la solución de 
controversias surgidas de la interpretación o 
aplicación del instrumento.

ANEXOS
Como se ha mencionado, el Protocolo cuenta 

con seis Anexos. Los Anexos I a IV que fueron 
adoptados en 1991 junto con el Protocolo y 
entraron en vigor en 1998 y dos anexos adicionales 
adoptados posteriormente. El Anexo V, sobre 
protección y gestión de zonas, fue adoptado 
en Bonn durante la XVI Reunión Consultiva 
del Tratado Antártico en 1991 y entró en vigor 
en 2002. El Anexo VI sobre responsabilidad 
derivada de emergencias medioambientales, 
fue adoptado en Estocolmo durante la XXVIII 
Reunión Consultiva del Tratado Antártico en 
2005 y entrará en vigor cuando sea aprobado 
por todas las Partes Consultivas[19][19]. Estos 
Anexos consagran disposiciones detalladas sobre 
temas técnicos relacionados con el Protocolo, 
principalmente, regulan materias que por su 

diferente que las reglamentara in extenso. A saber, 
el listado completo de los Anexos:

ANEXO I
EVALUACIÓN DEL IMPACTO SOBRE 

EL MEDIO AMBIENTE
El Anexo I del Protocolo consta de ocho 

(8) artículos, en los cuales se presentan las 
consideraciones relacionadas con aquellas 
actividades que deberán adelantarse en los casos 
en que las actividades pudiesen generar más que 
un impacto mínimo o transitorio.
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En este sentido, se hace referencia a la 
necesidad de llevar a cabo una Evaluación 
Medioambiental Inicial, en donde se consideren 

propuesta puede tener un impacto más que mínimo 
o transitorio, comprendiendo:

a)  Una descripción de la actividad propuesta 
incluyendo su objetivo, localización, dura-
ción e intensidad; y

b)  La consideración de las alternativas a la 
actividad propuesta y de las de cualquier 
impacto que la actividad pueda producir, 
incluyendo los impactos acumulativos a la 
luz de las actividades existentes o de cuya 
proyectada realización se tenga conoci-
miento.

Si una Evaluación Medioambiental Inicial 
indicara que una actividad propuesta tendrá, 
previsiblemente, un impacto mínimo o transitorio, 
la actividad se podrá iniciar, siempre que se 
establezcan procedimientos apropiados, que 
pueden incluir la observación, para evaluar y 

y por otra parte, el artículo 3 menciona que si una 
Evaluación Medioambiental Inicial indicara, o si 
de otro modo se determinara, que una actividad 
propuesta tendrá, probablemente, un impacto 
más que mínimo o transitorio, se preparará una 
Evaluación Medioambiental Global. Esta deberá 
contemplar:

a)  Una descripción de la actividad propuesta, 
incluyendo su objetivo, ubicación, dura-
ción e intensidad, así como posibles alter-
nativas a la actividad, incluyendo la de su 
no realización, así como las consecuencias 
de dichas alternativas;

b)  Una descripción del estado de referencia 
inicial del medio ambiente, contra la cual 
se compararan los cambios previstos, y un 
pronóstico del estado de referencia futuro 
del medio ambiente, en ausencia de la acti-
vidad propuesta;

c)  Una descripción de los métodos y datos 
utilizados para predecir los impactos de la 
actividad propuesta;

d)  Una estimación de la naturaleza, magnitud, 
duración e intensidad de los probables im-
pactos directos de la actividad propuesta;

e)  Una consideración de los posibles impac-
tos indirectos o de segundo orden de la ac-
tividad propuesta;

f)  La consideración de los impactos acumu-
lativos de la actividad propuesta, teniendo 
en cuenta las actividades existentes y otras 
actividades de cuya proyectada realización 
se tenga conocimiento;

-
do programas de observación y monitoreo, 

que puedan ser adoptadas para minimizar 
o atenuar los impactos de la actividad pro-
puesta y detectar impactos imprevistos y 

antelación cualquier impacto negativo de 
-

caz resolución de accidentes;
-

bles de la actividad propuesta;
i)  La consideración de los efectos de la ac-

tividad propuesta sobre el desarrollo de la 

y valores existentes;
-

miento e incertidumbres halladas durante 
el acopio de información necesaria confor-
me a este párrafo;

k)  Un resumen no técnico de la información 
proporcionada con arreglo a este párrafo; y

l)  Nombre y dirección de la persona u or-
ganización que preparó la Evaluación 
Medioambiental Global y la dirección a 
la cual se deberán dirigir los comentarios 
posteriores.

Este proyecto de la Evaluación Medioambiental 
Global se pondrá a disposición pública y será 
enviado a todas las Partes, que también lo harán 
público, para ser comentado. Se concederá un 
plazo de 90 días para la recepción de comentarios.

iniciar la actividad propuesta en el área del Tratado 
Antártico a menos que la Reunión Consultiva del 
Tratado Antártico haya tenido la oportunidad 
de considerar el proyecto de Evaluación 
Medioambiental Global a instancias del Comité. 
Siguiendo los propios procedimientos relacionados 
en el Anexo I, cualquier decisión acerca de si una 
actividad propuesta debe realizarse, se basará en 
la Evaluación Medioambiental Global.

De esta forma se establecerán procedimientos, 
incluyendo la observación apropiada de los 
indicadores medioambientales fundamentales, 

actividad que se lleve a cabo después de la 
conclusión de una Evaluación Medioambiental 
Global. Como parte de la Comunicación de 
información, esta se comunicará a las Partes, 
se enviará al Comité y se pondrá a disposición 
pública:

Se debe destacar lo consignado en el artículo 
7°, en el que se aclara que el Anexo I no se aplicará 
en situaciones de emergencia relacionadas con 
la seguridad de la vida humana o de buques, 
aeronaves o equipos e instalaciones de alto 
valor o con la protección del medio ambiente, 
que requieran emprender una actividad sin dar 
cumplimiento a los procedimientos establecidos 
en el Anexo.
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en situaciones de emergencia, que en otras 
circunstancias habrían requerido la preparación 
de una Evaluación Medioambiental Global, se 
enviará de inmediato a las Partes y al Comité.

Finalmente, el Anexo I puede ser enmendado 

conformidad con el artículo IX (1) del Tratado 

considerará aprobada y entrará en vigor un año 
después de la clausura de la Reunión Consultiva 
del Tratado Antártico en la cual fue adoptada, 
salvo que una o más Partes Consultivas del 

dentro de dicho plazo, que desean una prórroga 
de ese plazo o que no están en condiciones de 
aprobar la medida.

ANEXO II
CONSERVACIÓN DE LA FAUNA  

Y FLORA ANTÁRTICAS
El Anexo II del Protocolo consta de nueve 

(9) artículos, y tres Apéndices, en los cuales se 
presentan consideraciones relacionadas con las 

de la Antártida. En este sentido se establecen las 

el anexo.
Como medidas de protección y conservación 

entre otras, las siguientes:
1.  La prohibición de toma o de cualquier 

intromisión perjudicial, salvo que cuente 
con la respectiva autorización y se esta-
blecen las circunstancias para dar la res-
pectiva autorización en casos de conoci-

2.  Se establecen en el apéndice A las especies 
especialmente protegidas las cuales gozan 
de una protección especial en el marco de 
este Anexo.

3.  La prohibición de introducción de especies, 
parásitos y enfermedades no autóctonas y 
el manejo que se le debía dar a las especies 
introducidas que se encontraban en la 
Antártida antes del 1° de abril de 1994.

4.  La necesidad de informar sobre las medi-
das implementadas respecto a las especies 
especialmente protegidas y el intercambio 
de información entre las Partes.

Se aclara que ninguna disposición se aplicará a 
la importación de alimentos en la zona del Tratado 
Antártico, siempre que no se importen animales 

productos y partes de origen animal se guarden 
bajo condiciones cuidadosamente controladas.

El artículo 5° hace referencia a que las 
Partes prepararán y facilitarán información que 
establezca, en particular, las actividades prohibidas 

y proporcionarán listas de Especies Especialmente 
Protegidas y de las Áreas Protegidas pertinentes, 
para todas aquellas personas presentes en el área 
del Tratado Antártico o que tengan la intención 

personas comprendan y cumplan las disposiciones. 
En este mismo sentido, las Partes acordarán 
medidas para:

a)  La recopilación e intercambio de docu-
mentos (incluidos los registros de las au-
torizaciones) y estadísticas relativas a los 
números o cantidades de cada una de las 
especies de mamíferos, aves o plantas au-
tóctonas tomadas anualmente en la zona 
del Tratado Antártico;

b)  La obtención e intercambio de información 
relativa al estado de los mamíferos, aves, 
plantas e invertebrados en el área del Tra-
tado Antártico y el grado de protección ne-
cesaria para cualquier especie o población;

c)  El establecimiento de un formulario común 
en el cual esta información sea presentada 
por las Partes.

Las Partes deberán mantener bajo continua 
revisión las medidas para la conservación de 

cualquier recomendación del Comité. Así 
mismo, ninguna disposición de este Anexo 
afectará los derechos y obligaciones de las Partes 
derivados de la Convención Internacional para la 
Reglamentación de la Caza de Ballenas.

El artículo 2° hace mención a que este Anexo 
no se aplicará en situaciones de emergencia 
relacionadas con la seguridad de la vida humana o 
de buques, aeronaves o equipos e instalaciones de 
alto valor, o con la protección del medio ambiente. 

situaciones de emergencia se enviará de inmediato 
a las Partes y al Comité.

Igualmente, este Anexo puede ser enmendado 

conformidad con el artículo IX (1) del Tratado 

considerará aprobada y entrará en vigor un año 
después de la clausura de la Reunión Consultiva 
del Tratado Antártico en la cual fue adoptada, 
salvo que una o más Partes Consultivas del 

dentro de dicho plazo, que desean una prórroga 
de ese plazo o que no están en condiciones de 
aprobar la medida.

ANEXO III
ELIMINACIÓN Y TRATAMIENTO  

DE RESIDUOS
Los residuos generados por las diversas 

actividades humanas que se desarrollan en 
la Antártida pueden ocasionar innumerables 
impactos ambientales de no mediar un método 
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no solo comprenden a los desechos domésticos 
(basura) sino también a los generados por las 
distintas actividades que se realizan en una base 
(de construcción, vehicular, mantenimiento, 
abastecimiento, etc.).

Cada base utilizará la opción más acorde con 
sus posibilidades, en observancia del Protocolo 
de Madrid, y teniendo en cuenta que el objetivo 
fundamental es la preservación del ambiente. 
Además reconociendo que la conciencia personal 
de todo usuario del Territorio Antártico debe tender 
a conservarlo en el estado prístino, que es el que 
más se ajusta a los objetivos de la investigación 

Cabe señalar que el objetivo principal que el 
Protocolo de Madrid propone es la no producción 
de residuos, por lo que previamente a iniciar 
cualquier actividad, se debe contemplar la 
alternativa que minimice el volumen de desechos 
a generar.

particularmente a los principales métodos de 

A continuación se los describe de acuerdo a la 
prioridad que el Protocolo establece:

a)  Evacuación del continente
 La pauta general de tratamiento de dese-

chos consiste en su evacuación del Territo-
rio Antártico en todos los casos en que ello 
sea posible.

 Previamente a ser evacuados, estos resi-
duos deben acumularse convenientemente 
en sectores donde no puedan dispersarse 
con facilidad, por ejemplo, por acción del 
viento o de los animales;

b)  Incineración controlada
 Esta opción, ambientalmente más favora-

ble que la incineración a cielo abierto, solo 
puede llevarse a cabo en aquellas bases 
permanentes que dispongan de equipa-
miento adecuado (incineradores de com-
bustión controlada);

c)  Eliminación al mar
Se tenderá a arrojar aquellos desechos 

expresamente permitidos en aguas profundas y 
de alta circulación de las aguas (en corrientes que 
se dirijan mar adentro). Se deberá evitar arrojar 
residuos en aguas de circulación restringida 
(caletas, albuferas, bahías cerradas) y en ningún 
caso, sobre cuerpos de agua estancos (lagos, 
lagunas). En caso de grandes bases (más de 30 
personas) se requiere que tales residuos sean 
previamente tratados (al menos por maceración), 
para reducir el tamaño de partícula a verter y así 
favorecer la dispersión.

Asimismo, se deberán tener en cuenta las 
condiciones meteorológicas al efectuar la 
operación, para evitar dispersión por el viento 
hacia áreas terrestres que puedan ser afectadas por 
las emanaciones. Las cenizas producidas durante 

la incineración controlada se acumularán para 
ser luego removidas del continente Antártico. El 
Protocolo no permite rellenar terrenos con ningún 
tipo de residuos. Por lo tanto, está explícitamente 
prohibido enterrar desechos como medio de 

ANEXO IV
PREVENCIÓN DE LA CONTAMINACIÓN 

MARINA
En la cumbre de Río de 1992 los países 

manifestaron su interés por generar estrategias 
tangibles a través de diferentes acuerdos y 

efectos nocivos de la contaminación al mar. 
Colombia no ha sido ajena a este proceso, por tal 
razón ha promovido y suscrito varios acuerdos en 
torno a la preservación de las fuentes hídricas y 
ecosistemas marinos, algunos de estos son:

“Convenio de Basilea sobre el Control de los 
Movimientos Transfronterizos de los Desechos 
Peligrosos y su Eliminación”, adoptado el 22 de 
marzo de 1989.

“Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes 
Orgánicos Persistentes”, adoptado el 22 de mayo 
de 2001.

“Convenio para la Protección y el Desarrollo 
del Medio Marino en la Región del Gran Caribe”, 
adoptado el 24 de marzo de 1983 y sus protocolos.

“Convención Relativa a los Humedales de 
Importancia Internacional Especialmente como 
Hábitat de Aves Acuáticas “Ramsar”, adoptado 
el 2 de febrero de 1971.

Programa de Acción Mundial para la Protección 
Marina de las Actividades Terrestres

Agenda 21
Vale anotar que el Grupo de Expertos sobre los 

Marino “GESAMP” resume los principales 
impactos ambientales en el mar en seis grupos:

 Residuos sólidos.
 Contaminación por materia orgánica y 

nutrientes.
 Contaminación microbiana.
 Elementos químicos como metales pesados en 

altas concentraciones.
 Residuos oleosos provenientes de derrames de 

hidrocarburos.
 Componentes orgánicos sintéticos en los 

sedimentos como los COPs.
Actualmente, existe una preocupación mundial 

por la contaminación marina generada por 
residuos plásticos, que en su mayoría provienen 
de las regiones continentales a través de los ríos y 
luego son arrastrados por las corrientes oceánicas 
concentrándose en grandes extensiones en los 
océanos, y afectando la vida marina.
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Considerando los avances que Colombia 
ha desarrollado para enfrentar la problemática 
de la contaminación marina, el Protocolo 
permitirá continuar la implementación del 
Programa Nacional de Investigación, Evaluación, 
Prevención, Reducción y Control de Fuentes 
Terrestres y Marinas de Contaminación al Mar, en 
el marco de la Política Nacional para la Gestión 
Integral del Recurso Hídrico; la Política Nacional 
para el Desarrollo Sostenible de los Espacios 
Oceánicos y las Zonas Costeras e Insulares de 
Colombia; y la Política Nacional del Océano 
y los Espacios Costeros. En el país, el Invemar 
en coordinación con el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, ha liderado un amplio 
esfuerzo interinstitucional para avanzar en el 
diagnóstico y evaluación de la calidad ambiental 
marina en las áreas costeras e insulares de 
Colombia. Como resultado de las investigaciones 
llevadas a cabo desde el año 2000 por medio 
de la Red de Vigilancia para la Conservación y 
Protección de las Aguas Marinas y Costeras de 

las principales fuentes terrestres que alteran la 
calidad de las corrientes de agua continentales y 
en consecuencia la calidad de las aguas costeras 
de Colombia[20].

Colombia avanza en los compromisos 
institucionales en la búsqueda de la prevención y 
control de la contaminación por fuentes terrestres 
al mar, mediante la implementación del Conpes 
3177 de 2002, que estableció las Acciones 
prioritarias y lineamientos para la formulación del 
Plan Nacional de Manejo de Aguas Residuales 
(PMAR), el cual se expidió en el año 2006. El 
PMAR se concibe como una herramienta de 
integración de esfuerzos, de optimización en el 
uso de recursos y orientador de la gestión hacia 
las zonas más críticas ambiental y sanitariamente 
que tengan capacidad de respuesta institucional. 
Sumado a este, se expidió el documento Conpes 
3463 de 2007, que estableció “Los Planes 
Departamentales de Agua y Saneamiento para 
el manejo empresarial de los servicios de 
acueducto, alcantarillado y aseo”. Los Planes 
Departamentales de Agua y Saneamiento para 
el Manejo Empresarial de estos servicios, son la 
estrategia del Estado para acelerar el crecimiento 
de las coberturas y mejorar la calidad de los 
servicios. Otro ejemplo lo constituye el proyecto 
regional “Colombia, Costa Rica y Nicaragua 
reduciendo el escurrimiento de plaguicidas al mar 
Caribe (Repcar) (2011)”, el cual fue liderado por 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
con el apoyo de entidades gubernamentales y 
empresas del sector privado. Este proyecto tuvo 
como objetivo principal prevenir y reducir la 
contaminación por escurrimiento de plaguicidas 
al mar Caribe; obteniendo como resultado la 
reducción en cerca del 20% la cantidad de 
plaguicidas aplicados en los cultivos piloto, lo 
que permitió una disminución en los costos y una 
mejora de la calidad de vida de los productores y 

sus familias; y una línea base sobre la presencia de 
residuos de plaguicidas en los ambientes costeros 
y marinos.

ANEXO V
PROTECCIÓN Y GESTIÓN DE ZONAS

El Anexo V del Protocolo consta de doce (12) 
artículos, en donde se establece que cualquier 
zona, incluyendo una zona marina, podrá 
designarse como Zona Antártica Especialmente 
Protegida o como Zona Antártica Especialmente 
Administrada. En dichas Zonas las actividades se 
prohibirán, se restringirán o se administrarán de 
conformidad con los Planes de Gestión adoptados 
según las disposiciones del Anexo.

De manera puntual aclara que una zona podrá 
ser designada como Zona Antártica Especialmente 

cualquier combinación de estos valores, o las 

las Zonas Antárticas Especialmente Protegidas:
a)  Las zonas que han permanecido libres de 

toda interferencia humana y que por ello 
puedan servir de comparación con otras 
localidades afectadas por las actividades 
humanas;

b)  Los ejemplos representativos de los princi-
pales ecosistemas terrestres, incluidos gla-
ciales y acuáticos, y marinos;

c)  Las zonas con conjuntos importantes o in-
habituales de especies, entre ellos las prin-
cipales colonias de reproducción de aves y 
mamíferos indígenas;

d)  La localidad tipo o el único hábitat conoci-
do de cualquier especie;

e)  Las zonas de especial interés para las 
investigaciones científicas en curso o 
previstas;

f)  Los ejemplos de características geológicas, 
glaciológicas o geomorfológicas sobresa-
lientes;

g)  Las zonas de excepcional valor estético o 
natural;

h)  Los sitios o monumentos de reconocido 
valor histórico; e

i)  Cualquier otra zona en donde convenga 
proteger los valores expuestos.

De igual forma, cualquier zona, inclusive las 
zonas marinas, en que se lleven a cabo actividades 
o puedan llevarse a cabo en el futuro, podrá 
designarse como Zona Antártica Especialmente 
Administrada para coadyuvar al planeamiento y la 
coordinación de las actividades, evitar los posibles 

y reducir al mínimo los impactos ambientales. 
Estas zonas pueden comprender:
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a)  Las zonas donde las actividades corran el 
riesgo de crear interferencias mutuas o im-
pactos ambientales acumulativos; y

b)  Los sitios o monumentos de reconocido 
valor histórico.

Cualquier Parte, el Comité de Protección 

Antártica o la Comisión para la Conservación de 
los Recursos Vivos Marinos Antárticos pueden 
proponer que se designe una zona como Zona 
Antártica Especialmente Protegida o como 
Zona Antártica Especialmente Administrada, 
presentando un proyecto de Plan de Gestión a la 
Reunión Consultiva del Tratado Antártico.

Los Planes de Gestión propuestos incluirán, 
entre otros:

a)  Una descripción del valor o los valores que 
requieren una protección o administración 
especial;

-
tivos del plan de gestión destinado a prote-
ger o administrar dichos valores;

c)  Las actividades de gestión que han de em-
prenderse para proteger los valores que 
requieren una protección o administración 
especial;

d)  Un período de designación, si procede;
e)  Una descripción de la zona que comprenda:

-
ciones de límites y los rasgos naturales que 
delimitan la zona;

en que las actividades estarán prohibidas, 
limitadas o administradas con objeto de al-

-
nados en el inciso;

h)  Mapas y fotografías que muestren clara-
mente los límites del área con respecto a 
los rasgos circundantes y las características 
principales de la zona;

i)  Documentación de apoyo;
j)  Tratándose de una zona propuesta para 

designarse como Zona Antártica Especial-
mente Protegida, una exposición clara de 

-
ción de un permiso por parte de la autori-
dad competente.

Ninguna zona marina se designará como 
Zona Antártica Especialmente Protegida o como 
Zona Antártica Especialmente Administrada 
sin aprobación previa de la Comisión para la 
Conservación de los Recursos Vivos Marinos 
Antárticos. La designación de ambas zonas 

Plan de Gestión estipule otra cosa. Cada Parte 
designará una autoridad competente que expedirá 
los permisos que autoricen ingresar y emprender 
actividades en una Zona Antártica Especialmente 

Protegida en conformidad con las disposiciones del 
Plan de Gestión relativo a dicha zona. En caso de 
que una Zona Especialmente Protegida designada 
como tal por anteriores reuniones consultivas del 
Tratado Antártico carezca de Plan de Gestión, la 
autoridad competente podrá expedir un permiso 

pueda conseguirse en otra parte y que no ponga en 
peligro el ecosistema natural de la zona.

Los sitios o monumentos de reconocido valor 
histórico que se hayan designado como Zonas 
Antárticas Especialmente Protegidas o como 
Zonas Antárticas Especialmente Administradas, 
o que estén situados en tales zonas, deberán 

De igual forma, cualquier Parte Consultiva del 
Tratado Antártico podrá proponer que un sitio 
o monumento de reconocido valor histórico 
que no se haya designado como Zona Antártica 
Especialmente Protegida o Zona Antártica 
Especialmente Administrada, o que no esté 

como Sitio o Monumento Histórico.
El artículo 9° hace claridad sobre los pasos 

a seguir para garantizar que todas las personas 
que visiten o se propongan visitar la Antártida 
comprendan y acaten las disposiciones, de 
esta forma, cada Parte preparará y distribuirá 
información sobre:

a)  La ubicación de las Zonas Antárticas Espe-
cialmente Protegidas y las Zonas Antárti-
cas Especialmente Administradas;

b)  Las listas y los mapas de dichas zonas;
c)  Los Planes de Gestión, con la mención de 

las prohibiciones correspondientes a cada 
zona;

d)  La ubicación de los Sitios y Monumentos 
Históricos, con las correspondientes prohi-
biciones o restricciones.

En este mismo sentido, las Partes adoptarán 
disposiciones para:

a)  Reunir e intercambiar registros, en parti-
cular los registros de los permisos y los 
informes de las visitas e inspecciones 
efectuadas en las Zonas Antárticas Espe-
cialmente Protegidas y las Zonas Antárticas 
Especialmente Administradas;

b)  Obtener e intercambiar información sobre 
-

gistrado en cualquier Zona Antártica Es-
pecialmente Administrada, cualquier Zona 
Antártica Especialmente Protegida o cual-
quier Sitio o Monumento Histórico; y

c)  Preparar formularios normalizados para 
que las Partes comuniquen los registros e 
informaciones.

El artículo 11 hace mención a que el Anexo 
no se aplicará en situaciones de emergencia 
relacionadas con la seguridad de la vida humana o 
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de buques, aeronaves o equipos e instalaciones de 
alto valor, o con la protección del medio ambiente. 

situaciones de emergencia se enviará de inmediato 
a las Partes y al Comité.

Igualmente, este Anexo puede ser enmendado 

conformidad con el artículo IX (1) del Tratado 

considerara aprobada y entrará en vigor un año 
después de la clausura de la Reunión Consultiva 
del Tratado Antártico en la cual fue adoptada, 
salvo que una o más Partes Consultivas del 

dentro de dicho plazo, que desean una prórroga 
de ese plazo o que no están en condiciones de 
aprobar la medida.

ANEXO VI
RESPONSABILIDAD EMANADA  

DE EMERGENCIAS AMBIENTALES
El Anexo VI del Protocolo consta de trece (13) 

artículos, en donde se presentan consideraciones 
relacionadas con las emergencias ambientales en 
la zona del Tratado Antártico vinculadas con los 

y las demás actividades gubernamentales y no 
gubernamentales en la zona del Tratado Antártico, 
incluidas las actividades de apoyo logístico 
asociadas. El Anexo incluye también medidas y 
planes para prevenir tales emergencias y responder 
a ellas. Se aplicará a todas las naves de turismo 
que ingresen en la zona del Tratado Antártico. Se 
aplicará también a las emergencias ambientales 
en la zona del Tratado Antártico relacionadas con 
otras naves.

El artículo 3° hace mención a que cada Parte 
requerirá que sus operadores adopten medidas 
preventivas razonables concebidas para reducir el 
riesgo de emergencias ambientales y el impacto 
adverso que puedan tener. Las medidas preventivas 
podrán comprender:

a)  Estructuras o equipos especializados incor-
porados en el diseño y la construcción de 
instalaciones y medios de transporte;

b)  Procedimientos especializados incorpora-
dos en el funcionamiento o mantenimiento 
de instalaciones y medios de transporte; y

c)  Capacitación especializada del personal.
De igual forma, cada Parte requerirá que sus 

operadores:
a)  Establezcan planes de contingencia para 

responder a incidentes que puedan tener 
impactos adversos en el medio ambiente 
antártico o sus ecosistemas dependientes y 
asociados; y

b)  Cooperen en la formulación y ejecución de 
dichos planes de contingencia.

c)  Los planes de contingencia incluirán, 
según corresponda, los siguientes com-
ponentes:

-  Procedimientos para realizar una evalua-
ción de la naturaleza del incidente;

-
cursos;

-  Planes de respuesta;
-  Capacitación;
-  Documentación; y
-  Desmovilización.
Cada Parte requerirá que cada uno de sus 

operadores realice una acción de respuesta rápida 
y efectiva ante las emergencias ambientales 
emanadas de las actividades de ese operador. 
Sin embargo, otras Partes que deseen realizar 
una acción de respuesta frente a una emergencia 
ambiental deberán comunicar su intención a la 
Parte del operador y a la Secretaría del Tratado 

del operador realice ella misma una acción de 
respuesta, excepto en los casos en que la amenaza 
de un impacto importante y perjudicial en el medio 
ambiente antártico sea inminente y sea razonable 
en todas las circunstancias realizar una acción de 

Parte del operador y a la Secretaría del Tratado 
Antártico cuanto antes.

Las Partes que realicen una acción de respuesta 
consultarán y coordinarán su acción con las demás 
Partes que realicen una acción de respuesta, que 
lleven a cabo actividades en las proximidades de la 
emergencia ambiental o que se vean afectadas de 
otra forma por la emergencia ambiental y, cuando 
sea factible, tendrán en cuenta todos los consejos 
pertinentes de expertos dados por delegaciones 
de observadores permanentes en la Reunión 
Consultiva del Tratado Antártico, por otras 
organizaciones o por otros expertos pertinentes.

Cuando una emergencia ambiental emane 
de las actividades de dos o más operadores, los 
mismos serán mancomunada y solidariamente 
responsables, salvo que un operador demuestre que 
solo una parte de la emergencia ambiental resulta 
de sus actividades, en cuyo caso será responsable 
únicamente por esa parte. Sin perjuicio de que, 
una Parte es responsable por no disponer la 
realización de una acción de respuesta rápida y 

sus buques de guerra, auxiliares navales u otros 
buques o aeronaves de su propiedad u operados 
por ella y utilizados, de momento, únicamente en 
tareas gubernamentales no comerciales, ninguna 
de las disposiciones del presente anexo tiene la 
intención de afectar a la inmunidad soberana, 
conforme al derecho internacional, de dichos 
buques de guerra, auxiliares navales u otros 
buques o aeronaves.

Cada Parte deberá cerciorarse que exista 
un mecanismo en su legislación nacional para 
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aplicar lo contenido en este Anexo con respecto 
a cualquiera de sus operadores. Cada Parte deberá 
informar a las demás Partes sobre este mecanismo, 
de conformidad con el Protocolo.

El Anexo hace claridad sobre las exenciones de 
responsabilidad, en este sentido:

1. Un operador no será responsable si demuestra 
que la emergencia ambiental fue causada por:

d)  Un acto u omisión necesaria para proteger 
la vida o la seguridad humanas;

e)  Un suceso que constituye en las circunstan-
cias de la Antártida un desastre natural de 
índole excepcional, que no podría haberse 
previsto razonablemente, ya sea en general 
o en ese caso en particular, siempre que se 
hayan tomado todas las medidas preven-
tivas razonables para reducir el riesgo de 
emergencias ambientales y el impacto ad-
verso que pudieran tener;

f)  Un acto de terrorismo;
g)  Un acto de beligerancia contra las activida-

des del operador.
2. Una Parte, o sus agentes u operadores 

tal acción en su nombre no será responsable 
por una emergencia ambiental resultante de una 
acción de respuesta realizada por ella en la medida 
en que tal acción de respuesta fuese razonable en 
toda circunstancia.

La responsabilidad no será limitada si se 
demuestra que la emergencia ambiental fue el 
resultado de un acto u omisión del operador 
cometido con la intención de causar dicha 
emergencia o temerariamente y a sabiendas de 
que probablemente resultaría dicha emergencia.

el artículo 11 establece que cada Parte requerirá 

la responsabilidad. Además, cada Parte podrá 
requerir que sus operadores tengan un seguro 

similar, para cubrir la responsabilidad.
De esta forma la Secretaría del Tratado 

Antártico mantendrá y administrará un fondo, 
de conformidad con las Decisiones que incluyan 
mandatos aprobados por las Partes, con el 
propósito de facilitar los medios necesarios para, 
entre otras cosas, el reembolso de los costos 

o más de una al realizar una acción de respuesta.

por una medida adoptada de conformidad con el 
artículo IX (1) del Tratado Antártico.

Finalmente, cabe indicar que, los cuatro 
primeros Anexos fueron adoptados por parte 

Protocolo, y por consiguiente entrarán en vigor 
para Colombia en igual tiempo que el Protocolo. 
El Anexo V, como se mencionó, ya se encuentra 
en vigor internacional, sin embargo, deberá 

Colombia. Dado que el anexo VI no ha entrado 
aún en vigor, está sujeto a las disposiciones del 
artículo IX del Tratado Antártico, y en tanto, 
deberá ser aprobado por el Estado colombiano a 

entre en vigor internacional. Respecto al Anexo 

similar que con el Anexo V”.
V. PERTINENCIA DE LA RATIFICACIÓN 

POR PARTE DEL ESTADO COLOMBIANO 
DEL PROTOCOLO AL TRATADO ANTÁR-
TICO SOBRE PROTECCIÓN DEL MEDIO 
AMBIENTE

“De acuerdo con la Organización Meteorológica 
Mundial, el año 2015 fue el año más caluroso 
desde que se llevan este tipo de registros.[21] 
Lo que llama la atención es que el promedio 

que demuestra que el cambio climático producido 
por el calentamiento global y otros factores 
antropogénicos está afectando también a las 
corrientes oceánicas y a los ecosistemas marinos. 
La ocurrencia de estos fenómenos y sus efectos 
colaterales sobre nuestro país, se convierten en 
la principal razón para entender que debemos 
participar activamente en los escenarios globales 

importar si esos fenómenos se inician a miles de 
kilómetros de nuestras costas.

En efecto, un mayor calentamiento de la 

incrementan bruscamente la intensidad y la fuerza 
de las precipitaciones, causando inundaciones 
en algunas regiones del país y paradójicamente 

lado, el cambio en la temperatura de los océanos 
afecta sensiblemente los ecosistemas marinos y 
pone en peligro muchas especies que necesitan 

pérdida de biodiversidad marina afecta a su vez 

de recursos alimenticos que son la fuente de miles 
de personas que viven en departamentos costeros 

A pesar de que nuestro país se encuentra a más 
de 10.000 kilómetros de distancia del continente 
antártico, como ya se mencionó, los grandes 
problemas de la agenda ambiental internacional 
no aquejan a una sociedad o país en particular, 
sino que amenazan a todos por igual, pues lo que 
está en peligro es el equilibrio del medio que es 
apto para que se desarrolle la vida humana como 
hoy la conocemos. Por esta razón, la respuesta a 
estos problemas debe ser el resultado de esfuerzos 
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conjuntos en los cuales todos los países participen, 
desde sus experiencias y capacidades, sumando 
esfuerzos para minimizar los riesgos y superar los 
peligros. Colombia no puede ser ajena, y hasta 
ahora no lo ha sido, a participar activamente en 
los escenarios internacionales en donde –con base 

y con aplicación de los últimos desarrollos 
tecnológicos– se toman las grandes decisiones 

estos escenarios internacionales, es negarse la 
posibilidad de prevenir y mitigar los adversos 
efectos que los problemas medioambientales 
tienen sobre nuestras comunidades, nuestras 
economías y nuestras estrategias de desarrollo.

En efecto, como quedó evidenciado hace pocos 
años con las dos olas invernales que azotaron a 
Colombia,[22] nuestro país es altamente vulnerable 
a los efectos de los fenómenos climáticos. Las dos 
variables que podrían marcar de mejor manera las 
tendencias del cambio climático son la temperatura 
y las lluvias, y un aumento inusual y abrupto 
de estos dos indicadores trae consigo efectos 
nocivos para la vida humana, animal y vegetal, 
alterando también el comportamiento de algunos 
elementos como el agua y el aire. Miles de hogares 
colombianos perdieron sus viviendas, sus cultivos 
y en muchos casos quedaron incomunicados por 
derrumbes y deslizamientos. La ganadería, los 
servicios públicos, la generación de energía y el 
comercio local y regional quedaron seriamente 
afectados en muchos e importantes departamentos 
del país. Repentinamente, las autoridades locales 
y nacionales se vieron enfrentadas a situaciones 
para la cual no estaban preparadas. Pero a pesar 
de los cuantiosos daños, nuestro país también 
sacó importantes lecciones, ya que muchos 
daños hubieran podido evitarse con la ayuda de 

inversiones en prevención y gestión ambiental del 
territorio.

El cambio climático es un reto que tiene a los 

entender sus principales variables y su evolución, 
y a partir de este conocimiento formular estrategias 
tanto de mitigación como de adaptación que nos 
permitan hacer frente a esta importante amenaza. 
Se estima que la temperatura del clima subirá 
entre 2 y 4 grados en esta centuria y una de las 
consecuencias inmediatas podría ser el deshielo 
de los casquetes polares. Si toda el agua contenida 
en la Antártida se descongelara el nivel del mar 
subiría unos 60 metros, provocando inundaciones 
costeras, en un mundo en que cerca del 70% de 
los seres humanos viven en los litorales. Las 
corrientes marinas resultarían afectadas y todo 
el sistema de enfriamiento-calentamiento global 
colapsaría en nuestra contra.

De tal manera que para el Gobierno de Colombia 
el continente Antártico representa un interés 
especial por varias razones, dentro de ellas, el 
papel que juega como regulador del clima mundial 

y como insuperable laboratorio para entender los 
fenómenos climáticos y sus efectos. Como quedó 
evidenciado en la 36 Reunión Consultiva del 
Tratado Antártico, los países más desarrollados se 
encuentran realizando importantes investigaciones 
en variados campos, y Colombia no puede seguir 
alejada de este estratégico centro mundial de 

Las riquezas de nuestro mar territorial y nuestra 
zona económica exclusiva están directamente 
relacionadas con lo que sucede en las corrientes 
y los fenómenos marinos que se producen al sur 
del paralelo 60, toda vez que las migraciones y 
los ciclos biológicos de importantes especies 
tiene como referente las corrientes antárticas. 
Los efectos adversos en el medio ambiente no 
respetan fronteras o límites territoriales. Por lo 
tanto, se requieren esfuerzos conjuntos de todos 
los países, desde sus experiencias y capacidades 
particulares. Al ser un complemento del Tratado 

cooperación, colaboración y asistencia en temas 

planes y estrategias para la protección ambiental 
antártica, lo que incluye todos los ecosistemas 
dependientes y asociados.

El juicioso trabajo realizado en la redacción 
y negociación del texto del Protocolo al Tratado 
Antártico sobre Protección del Medio Ambiente, 
demuestran su verdadero papel complementario 
a los propósitos del Tratado Antártico de 1959 
y alejan toda duda de que existe un verdadero 
Sistema Antártico, cuyo conjunto de normas, 
principios y decisiones guían la gestión de los 
asuntos antárticos y mantienen las cordiales 
relaciones internacionales que en la región 
antártica se desarrollan.

Al conocer la importancia de la Antártida para 
la comprensión de los fenómenos climáticos 

determinador del clima global, el esfuerzo que 
han hecho las naciones por establecer un sistema 
interrelacionado de normas de carácter vinculante 
es un ejemplo a seguir y una invitación a ser parte 

de producción de conocimiento. La vulnerabilidad 
de nuestro país a los efectos del cambio climático 
no nos permite seguir de espaldas a la producción 

oceanografía e hidrografía, biología marina, 
geología, glaciología y limnología, entre otras, 
se está llevando hoy por hoy en el continente 
Antártico.

Como Sistema que es, no se puede concebir 
que Colombia sea parte del Tratado Antártico 
desde 1989 y no lo sea de su Protocolo Ambiental. 
Para estar acordes con el propósito nacional 
de convertirnos en Parte Consultiva y poner 
a funcionar todos los recursos institucionales, 
humanos e investigativos, es imprescindible 
hacernos Parte de este instrumento internacional. 
Los esfuerzos que hasta ahora hemos hecho como 
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país para avanzar en los asuntos antárticos, son 

de este Protocolo.
Para ilustrar mejor la importancia de ser 

coherentes en la participación de nuestro país 
en los diferentes espacios internacionales que 
resultan de interés para la nación, recordemos 
que en agosto de 2000 la “Declaración de la VI 
Reunión de Ministros de Relaciones Exteriores de 
los países miembros de la Comisión Permanente 

[23], CPPS, al referirse a la 
participación de este Organismo Regional 
Marítimo en el Tratado Antártico en Calidad de 
Observador, señalaba:

“Constatan los Cancilleres de Chile, Colombia 
Ecuador y Perú- que existe una interrelación 
directa, vecindad y complementariedad entre 
los ecosistemas Antártico y de la corriente de 
Humboldt, que se expresa en aspectos climáticos, 
biológicos, meteorológicos que determinan que 
las aguas frías y ricas en nutrientes provenientes 
de la corriente circumpolar antártica se proyecten 

encuentra dinámica y estructuralmente asociada 
a la primera”. “Reconocen, en consecuencia, 
la importancia de que la CPPS participe como 
observador en las reuniones consultivas del 
Sistema Antártico, asistiendo a las sesiones del 
Comité sobre Protección del Medio Ambiente y 
vinculándose a las actividades de la Comisión 
para la Conservación de los Recursos Vivos 
Marinos Antárticos”.

Siendo Colombia parte del Tratado Antártico y 

Protocolo al Tratado Antártico sobre Protección 
del Medio Ambiente. 

que tenemos de participar activamente en la 

gran oportunidad para el país.
En este orden de ideas, los documentos 

preparados por la Academia Colombiana de 
Ciencias Exactas, Físicas y Naturales y que 
animaron al Congreso de la República de 

de la década de los 80, cobran vigencia hoy más 
que nunca, cuando en aquellos días la Academia 
señalaba:

“Colombia no debe marginarse de los grandes 
acontecimientos mundiales de proyección futura 

Antártida, porque a la postre la falta de visión y 
la pasividad ocasionarán pérdidas irreparables. 
Es necesario proyectar los intereses nacionales, 
con mentalidad futurista y erradicando 

ha caracterizado a través de la historia, sin tomar 
conciencia de las posibilidades que tenemos en el 
tiempo y en el espacio”[24].

Adicionalmente y de acuerdo al artículo 5° 
del Decreto número 1690 del 1° de agosto de 
1990 por medio del cual se creó la Comisión 
Nacional para Asuntos Antárticos, y desde el seno 
de la Comisión Colombiana de Oceanografía, 
hoy Comisión Colombiana del Océano, se han 
venido desarrollando las acciones y articulaciones 

y académico, para obtener una participación más 
activa y estratégica dentro el Sistema del Tratado 
Antártico.

Muestra de ello es la operativización del Comité 
Técnico Nacional de Asuntos Antárticos y el 
establecimiento del Programa Antártico Colombiano, 
el cual permitió la realización de dos Expediciones 

de ellas “Expedición Caldas”, en el verano austral 
2014-2015, y la segunda “Expedición Almirante 
Lemaitre” en el verano austral 2015-2016; con el 
compromiso de continuar expediciones anualmente 
de acuerdo a cinco etapas estratégicas23. Lo anterior, 
ha contribuido en el desarrollo de las ciencias del 
mar en el país, permitiendo contar con valiosos datos 
para la realización de estudios en biodiversidad y 
organismos antárticos, ecosistemas marinos, costeros 
y continentales, cambio climático, adaptaciones 
al medio antártico, oceanografía, hidrografía, e 
ingeniería. Abarcando las áreas temáticas de la 

visión 2014-2035 como herramienta para el desarrollo 
estratégico de los intereses del país en la Antártica.

VI. CONSIDERACIONES FINALES

son una preocupación permanente del mundo 
contemporáneo, a pesar de que no son precisamente 
fenómenos nuevos. Los actores globales han 

profundidad todo acerca de estos fenómenos, con 
el propósito de formular estrategias que permitan 
la mitigación de sus efectos negativos.

Estos fenómenos pueden ser abordados, en 
gran medida, gracias al conocimiento que se tiene 
sobre el territorio antártico y su protagónico papel 
como regulador y determinador del clima global.

Lo anterior explica todos los esfuerzos 
colectivos de las distintas naciones para establecer 
un sistema interrelacionado de normas de carácter 
vinculante en torno a lo que se conoce como el 
Sistema del Tratado Antártico.

Igualmente, estos fenómenos climáticos, a los 
que se ha hecho referencia, tienen el potencial 

por supuesto, tales efectos han venido haciéndose 
visibles en países como el nuestro.

Un informe de la Cepal, del año 2012, ilustró 
que el fenómeno de La Niña, durante los años 
2010 y 2011, “se manifestó con intensas lluvias, 
que afectaron con inundaciones, avalanchas 
y remociones en masa a varias del país. En 

pluviosidad, con un total de lluvia dos veces por 
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encima de lo normal frente a la misma época de 
años anteriores”. En ese mismo informe se estimó 
que las pérdidas económicas ascendieron a 11,2 
billones de pesos, debido al grave impacto para los 
sectores de hábitat (ambiental, vivienda, agua y 
saneamiento), servicios sociales y administración 
pública (educación, salud, bienestar familiar, 
etc.), infraestructura (transporte y energía), y 
productivos (agropecuario y no agropecuario). 
Con una manifestación opuesta a la anterior, el 
fenómeno de El Niño también ha causado efectos 
socioeconómicos de alto impacto para el país, 

vulnerabilidad de nuestro país frente a los efectos 
del cambio climático.

De otra parte, Colombia es parte del Tratado 
Antártico, lo cual debe ser per se, una razón 

protocolo ambiental, mediante su respectiva 

propósito de profundizar en los asuntos antárticos, 
y de poner a funcionar, como se menciona en la 
exposición de motivos inicial, todos los recursos 
institucionales, humanos e investigativos.

Adicionalmente, es importante comprender 
que este tipo de fenómenos (cambio climático), 
forman parte de una agenda internacional que 
compete a todos los países por igual, bajo el 
presupuesto de que sus consecuencias, en todos 
los aspectos de la vida humana, impactan a todos 
los países por igual.

confronta el contenido de los Objetivos del 
Desarrollo Sostenible de la Organización de las 
Naciones Unidas, que destina uno de esos objetivos 
precisamente al cambio climático. La organización 

consecuencias del cambio climático, que incluyen 
cambios en los patrones climáticos, el aumento 
del nivel del mar y los fenómenos meteorológicos 
más extremos”. Y va más allá al señalar que “Si no 

mundo podría aumentar unos 3 grados centígrados 
este siglo y en algunas zonas del planeta podría ser 
todavía peor”].

En ese sentido, resulta valioso retomar lo 
expresado por los ministerios, en el sentido de 
que a pesar de que nuestro país se encuentra a más 
de 10.000 kilómetros de distancia del continente 
antártico, lo que está de por medio es el equilibrio 
del medio que actualmente es apto para que se 
desarrolle la vida humana como hoy la conocemos, 
y en el sentido de que no podemos perder de vista 
que los cambios de temperatura en los océanos, 
los ecosistemas marinos, ponen en peligro a las 

para sobrevivir. La pérdida de biodiversidad marina 

la disponibilidad de recursos alimenticios que 
son la fuente de miles de personas que viven en 
departamentos costeros y cuencas bajas de los 

Nuestro ordenamiento jurídico debe mantenerse 
dotado de todas las herramientas que contribuyan 
a combatir los problemas medioambientales, 
sin reparo alguno en la distancia que nos separa 
del continente antártico, pues este, dentro otras 
características, hace las veces de regulador del 
clima mundial y de laboratorio para entender los 
fenómenos climáticos y sus efectos.

El Protocolo Complementario del Tratado 

colaboración y asistencia en temas de investigación 

para la protección ambiental antártica, lo que 
incluye todos los ecosistemas dependientes y 
asociados.

En síntesis, el Protocolo al Tratado Antártico 
sobre Protección del Medio Ambiente debe ser 
aprobado, partiendo del reconociendo previo de 

de posibilidades para participar con rigor en los 

de permitirnos ser actores globales de valor en el 

y sus ecosistemas dependientes y asociados, lo 

cual es parte del Tratado Antártico y miembro de 

Por las razones anteriormente expuestas, se 
solicitará a la honorable Plenaria de la Cámara 
de Representantes de la República, aprobar en 
cuarto y último debate (segundo de la Cámara) 

, el Proyecto de ley número 
219 de 2016 Cámara, 49 de 2016 Senado, “por 
medio de la cual se aprueba el “Protocolo al 
Tratado Antártico sobre Protección del Medio 
Ambiente, su Apéndice y sus Anexos I, II, III y 
IV”, hecho en Madrid el 4 de octubre de 1991, su 
“Anexo V”, adoptado en Bonn, el 17 de octubre de 
1991, y su “Anexo VI”, adoptado en Estocolmo, 
el 17 de junio de 2005”.

VII. EL ARTICULADO
Este proyecto de ley consta de tres artículos: el 

primero de ellos es mediante el cual se aprueba el 
instrumento internacional junto con su apéndice 
y anexos; mientras que el segundo establece que 
tanto el protocolo junto con su apéndice y sus 
anexos obligará a la República de Colombia a 
partir de la perfección del vínculo internacional. 

ley aprobatoria. A continuación se transcribe el 
articulado de manera textual:

“El Congreso de Colombia
DECRETA:

“Artículo 1°. Apruébase el “Protocolo al 
Tratado Antártico sobre Protección del Medio 
Ambiente, su Apéndice y sus Anexos I, II, III y 
IV”, hecho en Madrid el 4 de octubre de 1991, su 
“Anexo V”, adoptado en Bonn, el 17 de octubre de 
1991, y su “Anexo VI”, adoptado en Estocolmo, 
el 17 de junio de 2005.
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Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo 
al Tratado Antártico sobre Protección del Medio 
Ambiente, su Apéndice y sus Anexos I, II, III y IV”, 
hecho en Madrid el 4 de octubre de 1991, su “Anexo 
V”, adoptado en Bonn, el 17 de octubre de 1991, 
y su “Anexo VI”, adoptado en Estocolmo, el 17 de 
junio de 2005, que por el artículo 1° de esta ley 
se aprueba, obligará a la República de Colombia a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación”.

VIII. PROPOSICIÓN
Por lo anteriormente expuesto, y por cumplir el 

proyecto de ley con los requisitos constitucionales 
y legales, me permito proponer a la honorable 
Plenaria de la Cámara de Representantes de 
la República, aprobar en Segundo Debate, sin 

el Proyecto de ley número 219 
de 2016 Cámara, 49 de 2016 Senado, “por medio 
de la cual se aprueba el “Protocolo al Tratado 
Antártico sobre Protección del Medio Ambiente, 
su Apéndice y sus Anexos I, II, III y IV”, hecho en 
Madrid el 4 de octubre de 1991, su “Anexo V”, 
adoptado en Bonn, el 17 de octubre de 1991, y 
su “Anexo VI”, adoptado en Estocolmo, el 17 de 
junio de 2005”.

De los honorables Representantes,
Cordialmente,

TEXTO DEFINITIVO PARA SEGUNDO 
DEBATE EN CÁMARA ANTE LA PLENARIA 
DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES 
DE LA REPÚBLICA DEL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 219 DE 2016 CÁMARA, 49 

DE 2016 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Protocolo 
al Tratado Antártico sobre Protección del Medio 
Ambiente, su Apéndice y sus Anexos I, II, III y 
IV”, hecho en Madrid el 4 de octubre de 1991, su 
“Anexo V”, adoptado en Bonn, el 17 de octubre de 
1991, y su “Anexo VI”, adoptado en Estocolmo, 

el 17 de junio de 2005.
“El Congreso de Colombia

DECRETA:
“Artículo 1°. Apruébase el “Protocolo al 

Tratado Antártico sobre Protección del Medio 

Ambiente, su Apéndice y sus Anexos I, II, III y 
IV”, hecho en Madrid el 4 de octubre de 1991, su 
“Anexo V”, adoptado en Bonn, el 17 de octubre de 
1991, y su “Anexo VI”, adoptado en Estocolmo, 
el 17 de junio de 2005.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el 
“Protocolo al Tratado Antártico sobre Protección 
del Medio Ambiente, su Apéndice y sus Anexos 
I, II, III y IV”, hecho en Madrid el 4 de octubre 
de 1991, su “Anexo V”, adoptado en Bonn, el 17 
de octubre de 1991, y su “Anexo VI”, adoptado 
en Estocolmo, el 17 de junio de 2005, que por el 
artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará a la 
República de Colombia a partir de la fecha en que 
se perfeccione el vínculo internacional respecto 
del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación”.

__________
[1] Sands, P., “Principles of International 

Environmental Law, 2nd Ed.”, Cambridge 
University Press (2003), Pág. 711.

[2] Ibídem.
[3]

Antártico. Instituto Antártico Argentino. Disponible 
en: http://www.dna.gob.ar/la-antartida.

[4]

Antártico. Instituto Antártico Argentino. Disponible 
en: http://www.dna.gob.ar/la-antartida.

[5] Ibídem.
[6]

Antártico. Instituto Antártico Argentino. Disponible 
en: http://www.dna.gob.ar/la-antartida.

[7]

Antártico. Instituto Antártico Argentino. Link http://
www.dna.gob.ar/la-antartida.

[8]

Antártico. Instituto Antártico Argentino. Link http://
www.dna.gob.ar/la-antartida.
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[9] El Protocolo al Tratado Antártico sobre 
Protección del Medio Ambiente, Secretaría del 
Tratado Antártico, disponible en: http://www.ats.
aq/s/ep.htm.

[10] Respecto a esta materia, es menester 
adicionar que el Estado colombiano ha presentado 
importantes avances a través de la expedición 
de las Resoluciones número 477 de 2012 y 645 
de 2014 de la Dimar. Estas resoluciones tratan, 
respectivamente: 

1.  El manejo integrado de desechos genera-
dos por buques, previniendo la contamina-
ción marina y 

2.  Medidas y el procedimiento de control 

y sedimentos a bordo de naves y artefactos 
navales en aguas jurisdiccionales colom-
bianas.

[11] Objetivos de Desarrollo Sostenible. 
Objetivo 13: Adoptar medidas urgentes para 
combatir el cambio climático y sus efectos. http://
www.un.org/sustainabledevelopment/es/climate-
change-2/.

[12] The Oxford Handbook of International 
Environmental Law. Ed by Daniel Bodansky, 
Jutta Brunnée and Ellen Hey, Oxford University 
Press, 2007, p. 561.

[13] Shaw, M., `International Law, 6th ed.¿, 
Cambridge University Press, Cambridge, (2008), 
Pg. 536.

[14]Al respecto ver: <http://www.ats.aq/
index_e.htm>

[15]La Reunión Consultiva del Tratado Antár-
tico, Secretaría del Tratado Antártico, disponible 
en: <http://www.ats.aq/s/ats_meetings_atcm.htm>

[16] Sands, P., `Principles of International 
Environmental Law, 2nd Ed.¿, Cambridge 
University Press (2003), p. 711.

[17] Si bien no existe disposición alguna que 

necesaria para efectos de constituirse en Estado 
consultivo, la práctica de la Reunión Consultiva 
no deja dudas que esta línea de acción es necesaria 
para efectos de adelantar investigaciones 

Tratado. Lo anterior necesariamente implica que la 
sine 

qua non para constituirse en Estado consultivo.
[18] Verhoeven, J. et al. (eds), `The Antarctic 

Environment and International Law¿
Kluwer (1992), Pg. 218; Sands, P., `Principles 
of International Environmental Law, 2nd Ed.¿, 
Cambridge University Press (2003), p. 722.

[19] El Protocolo al Tratado Antártico sobre 
Protección del Medio Ambiente, Secretaría del 
Tratado Antártico, disponible en: <http://www.
ats.aq/s/ep.htm>

[20] Respecto a esta materia, es menester 
adicionar que el Estado colombiano ha presentado 

importantes avances a través de la expedición de 
las Resoluciones números 477 de 2012 y 645 
de 2014 de la Dimar. Estas resoluciones tratan 
respectivamente:

1. El manejo integrado de desechos generados 
por buques, previniendo la contaminación marina. 

2. Medidas y el procedimiento de control para 

a bordo de naves y artefactos navales en aguas 
jurisdiccionales colombianas.

[21] 
NOAA Análisis global, monitoreo del 

clima año 2015 en: https://www.ncdc.noaa.gov/
sotc/global/2015/9/supplemental/page-2

[22] Las fuertes lluvias provocadas 
fundamentalmente por el fenómeno de La 
Niña durante los años 2010 y 2011, dejaron 
inundadas vastas zonas del país y afectaron los 
sectores agropecuario, de transporte, energía, 
infraestructura, entre otros. De acuerdo con 
la Cepal, se calculan más de 3 millones de 

pérdidas para la economía colombiana. (http://
www.cepal.org/publicaciones/xml/0/47330/
olainvernalcolombia2010-2011.pdf).

[23] Colombia entró a hacer parte de la CPPS 
después de que en 1980 se expidiera la Ley 7ª, 
por medio de la cual se aprueba el “Convenio 
de Incorporación de Colombia al Sistema del 

de 1979 y la adhesión a los principios y normas 
fundamentales contenidas en la Declaración de 
Santiago de 18 de agosto de 1952.

[24] Citado en Uribe Vargas Diego. La Era de 
la Antártida. Primera edición. Bogotá, Fundación 
Universidad de Bogotá Jorge Tadeo Lozano, 2003.

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SUSTANCIACIÓN
PROYECTO DE LEY NÚMERO 219 DE 

2016 CÁMARA, 49 DE 2016 SENADO
En sesión de la Comisión Segunda de la 

honorable Cámara de Representantes del día 
6 de junio de 2017 y según consta en el Acta 
número 33, se le dio primer debate y se aprobó 
en votación nominal de acuerdo al art. 130 de la 
Ley 5ª de 1992 (Ley 1431 de 2011), el Proyecto 
de ley número 219 de 2016 Cámara, 49 de 
2016 Senado, por medio de la cual se aprueba el 
“Protocolo al Tratado Antártico sobre Protección 
del Medio Ambiente, su Apéndice y sus Anexos I, 
II, III y IV”, hecho en Madrid el 4 de octubre de 
1991, su “Anexo V”, adoptado en Bonn, el 17 de 
octubre de 1991, y su “Anexo VI”, adoptado en 
Estocolmo, el 17 de junio de 2005”, sesión a la 
cual asistieron 17 honorables Representantes, en 
los siguientes términos:

Se dio lectura a la proposición con que termina 
el Informe de Ponencia para Primer Debate del 
proyecto de ley y escuchadas las explicaciones del 
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honorable Representante Andrés Felipe Villamizar 
Ortiz, Ponente, se sometió a consideración, se 
realiza votación nominal y pública, fue aprobado, 
con doce (12) votos por el Sí y ningún voto por el 
No, para un total de doce (12) votos, así:

VOTACIÓN SÍ NO
Agudelo García Ana Paola Exc
Barreto Castillo Miguel Ángel
Cabello Flórez Tatiana X
Deluque Zuleta Alfredo Rafael
Durán Carrillo Antenor X
Hoyos Salazar Federico Eduardo X
Merlano Rebolledo Aída
Mesa Betancur José Ignacio X
Mizger Pacheco José Carlos X
Pérez Oyuela José Luis X
Rincón Vergara Nevardo Eneiro X
Rosado Aragón Álvaro Gustavo X
Torres Monsalvo Efraín Antonio
Triana Vargas María Eugenia X
Uribe Muñoz Alirio X
Urrego Carvajal Luis Fernando
Villamizar Ortiz Andrés Felipe X
Yepes Martínez Jaime Armando X

Se dio lectura al articulado propuesto para 
primer debate del proyecto de ley publicado en 
la Gaceta del Congreso número 248 de 2017, se 
sometió a consideración y se aprobó en votación 
nominal y pública, fue aprobado, con doce (12) 
votos por el Sí y ningún voto por el No, para un 
total de doce (12) votos, así:

VOTACIÓN SÍ NO
Agudelo García Ana Paola Exc
Barreto Castillo Miguel Ángel
Cabello Flórez Tatiana X
Deluque Zuleta Alfredo Rafael
Durán Carrillo Antenor X
Hoyos Salazar Federico Eduardo X
Merlano Rebolledo Aída
Mesa Betancur José Ignacio X
Mizger Pacheco José Carlos X
Pérez Oyuela José Luis X
Rincón Vergara Nevardo Eneiro X
Rosado Aragón Álvaro Gustavo X
Torres Monsalvo Efraín Antonio
Triana Vargas María Eugenia X
Uribe Muñoz Alirio X
Urrego Carvajal Luis Fernando
Villamizar Ortiz Andrés Felipe X
Yepes Martínez Jaime Armando X

Leído el título del proyecto de ley propuesto 
para, primer debate publicado en la Gaceta del 

Congreso número 248 de 2016 y preguntada a la 
Comisión si quiere que este proyecto de ley pase 
a segundo debate y sea ley de la República de 

la Ley 5a de 1992, se sometió a consideración y 
se aprobó en votación nominal y pública, fueron 
aprobados, con doce (12) votos por el Sí y ningún 
voto por el No, para un total de doce (12) votos, 
así:

VOTACIÓN SÍ NO
Agudelo García Ana Paola Exc
Barreto Castillo Miguel Ángel
Cabello Flórez Tatiana X
Deluque Zuleta Alfredo Rafael
Durán Carrillo Antenor X
Hoyos Salazar Federico Eduardo X
Merlano Rebolledo Aída
Mesa Betancur José Ignacio X
Mizger Pacheco José Carlos X
Pérez Oyuela José Luis X
Rincón Vergara Nevardo Eneiro X
Rosado Aragón Álvaro Gustavo X
Torres Monsalvo Efraín Antonio
Triana Vargas María Eugenia X
Uribe Muñoz Alirio X
Urrego Carvajal Luis Fernando
Villamizar Ortiz Andrés Felipe X
Yepes Martínez Jaime Armando X

Presentaron ponencia para Primer debate 
los honorables Representantes: honorable 
Representante Miguel Ángel Barreto Castillo, 
Ponente Coordinador; honorable Representante 
Andrés Felipe Villamizar Ortiz, Ponente; 
honorable Representante Federico Eduardo 
Hoyos Salazar, Ponente.

La Mesa Directiva designó a los honorables 
Representantes: honorable Representante Miguel 
Ángel Barreto Castillo, Ponente Coordinador; 
honorable Representante Andrés Felipe Villamizar 
Ortiz, Ponente; honorable Representante Federico 
Eduardo Hoyos Salazar, Ponente, para rendir 
informe de ponencia en segundo debate dentro del 
término reglamentario.

El anuncio de este proyecto de ley en 
cumplimiento del artículo 8° del Acto Legislativo 
número 1 de 2003 para su discusión y votación se 
hizo en sesión del día 31 de mayo de 2017, Acta 
32.

Publicaciones reglamentarias:
Texto P. L. Gaceta del Congreso número 550 

de 2016.
Ponencia Primer Debate Cámara Gaceta del 

Congreso número 248 de 2017.
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
PRIMER DEBATE, EN SESIÓN DEL DÍA 
6 DE JUNIO DE 2017, ACTA 33 DE 2017, 

CORRESPONDIENTE AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 219 DE 2016 CÁMARA, 49 

DE 2016 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Protocolo 

al Tratado Antártico sobre Protección del Medio 
Ambiente, su Apéndice y sus Anexos I, II, III y 
IV”, hecho en Madrid el 4 de octubre de 1991, 

su “Anexo V”, adoptado en Bonn, el 17 de 
octubre de 1991, y su “Anexo VI”, adoptado en 

Estocolmo, el 17 de junio de 2005.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Protocolo al Tratado 

Antártico sobre Protección del Medio Ambiente, 
su Apéndice y sus Anexos I, II, III y IV”, hecho 
en Madrid el 4 de octubre de 1991, su “Anexo V”, 
adoptado en Bonn, el 17 de octubre de 1991, y 
su “Anexo VI”, adoptado en Estocolmo, el 17 de 
junio de 2005.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo 
al Tratado Antártico sobre Protección del Medio 
Ambiente, su Apéndice y sus Anexos I, II, III y 
IV”, hecho en Madrid el 4 de octubre de 1991, su 
“Anexo V”, adoptado en Bonn, el 17 de octubre de 
1991, y su “Anexo VI”, adoptado en Estocolmo, el 
17 de junio de 2005, que por el artículo 1° de esta 
ley se aprueba, obligar a la República de Colombia 
a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación

En sesión del día 6 de junio de 2017, fue 
aprobado en Primer Debate el Proyecto de ley 
número 219 de 2016 Cámara, 49 de 2016 Senado, 
por medio de la cual se aprueba el “Protocolo 
al Tratado Antártico sobre Protección del Medio 
Ambiente, su Apéndice y sus Anexos I, II, III y 
IV”, hecho en Madrid el 4 de octubre de 1991, su 
“Anexo V”, adoptado en Bonn, el 17 de octubre de 
1991, y su “Anexo VI”, adoptado en Estocolmo, 
el 17 de junio de 2005, el cual fue anunciado en la 
Sesión de Comisión Segunda el día 31 de mayo de 
2017, Acta 32, de conformidad con el artículo 8° 
del Acto Legislativo 01 de 2003.

COMISIÓN SEGUNDA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., julio 25 de 2017

Autorizamos el Informe de Ponencia para 
Segundo Debate, correspondiente al Proyecto 
de ley número 219 de 2016 Cámara, 49 de 
2016 Senado, por medio de la cual se aprueba 
el “Protocolo al Tratado Antártico sobre 
Protección del Medio Ambiente, su Apéndice y 
sus Anexos I, II, III y IV”, hecho en Madrid el 
4 de octubre de 1991, su “Anexo V”, adoptado 
en Bonn, el 17 de octubre de 1991, y su “Anexo 
VI”, adoptado en Estocolmo, el 17 de junio de 
2005.

El proyecto de ley fue aprobado en Primer 
Debate en Sesión del día 6 de junio de 2017, 
Acta número 33.

El anuncio de este proyecto de ley en 
cumplimiento del artículo 8° del Acto 
Legislativo número 1 de 2003 para su discusión 
y votación, se hizo en sesión del día 31 de mayo 
de 2017, Acta número 32.

Publicaciones reglamentarias:

Texto P. L. Gaceta del Congreso número 550 
de 2016.

Ponencia Primer Debate Cámara, Gaceta del 
Congreso número 248 de 2017.



Página 30 Martes, 8 de agosto de 2017 G  649

C A R T A S  D E  C O M E N T A R I O S
CARTA DE COMENTARIOS DE 

MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PÚBLICO A LA PONENCIA PARA 

SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 64 DE 2016 CÁMARA

de la Ley 1447 de 2011.

Bogotá, D. C.
Honorable Congresista
RODRIGO LARA RESTREPO
Cámara de Representantes
Congreso de la República
Bogotá, D. C.
Asunto: Comentarios a la ponencia para 

segundo debate al Proyecto de ley número 64 de 
2016 Cámara, 
artículo 9° de la Ley 1447 de 2011.

Respetado Presidente,
De manera atenta me permito presentar los 

comentarios y consideraciones del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público sobre la ponencia 
para segundo debate al proyecto de ley del asunto, 
en los siguientes términos:

El proyecto de ley tiene por objeto incluir un 
inciso al numeral 3 del artículo 9° de la Ley 1447 
de 20111

limítrofes sean resueltos por medio de consulta 
en la que se garantice la participación de las 
comunidades que habitan las áreas en litigio.

Al respecto, el artículo 1° del proyecto de ley 
señala:

“Artículo 1°. Adiciónese un inciso al numeral 
3 del artículo 9° de la Ley 1447 de 2011, el cual 
quedará así: 

 Para solucionar casos de límites 
dudosos, se seguirá este procedimiento, previa 
conformación del respectivo expediente por el 
IGAC:

3.
Como mecanismo adicional para la solución 

de los diferendos limítrofes de que trata 
este numeral, las Comisiones Especiales de 
Seguimiento al Proceso de Descentralización 
del Ordenamiento Territorial del Senado de la 
República y de la Cámara de Representantes 
podrán solicitar al Ministerio del Interior 
realizar una consulta en la que se garantice la 
participación de las comunidades que habitan 
las áreas en litigio, previamente determinada. 
Esta será una reunión de consulta para conocer 
los intereses de la comunidad de acuerdo con 

1 Por la cual se desarrolla el artículo 290 de la Constitu-
ción Política de Colombia.

sus tradiciones históricas, de identidad regional, 
social y cultural, la cual deberá ser reglamentada 
en un plazo máximo de seis (6) meses a partir de 
la vigencia de la presente ley. Este mecanismo no 
podrá ser solicitado en aquellos diferendos que, a 
la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, 
ya cuenten con expediente de límite dudoso por 

por parte de las Comisiones Conjuntas Especiales 
de Seguimiento al Proceso de Descentralización 
y Ordenamiento Territorial del Senado de la 
República y Cámara de Representantes, para ser 
presentada ante el Senado de la República”.

Sobre el particular, no es claro a qué hace 
referencia el término consulta utilizado en el 
citado artículo. En todo caso, teniendo en cuenta 
lo señalado en el objeto de la iniciativa podría 
interpretarse que se trata de una consulta popular, 

Frente a esta posibilidad, es preciso aclarar que, 
para el caso de la consulta popular, corresponde 
adelantarlas a la Registraduría Nacional del 
Estado Civil, conforme a la Ley 1757 de 20152.

A su vez, es importante tener en cuenta que de 
conformidad con el artículo 7° de la Ley 819 de 
20033, todo proyecto de ley debe incluir sus costos 

pasa por alto la presente iniciativa. No obstante, 
este Ministerio no tendría objeciones al proyecto, 
siempre y cuando se agregue al citado artículo de 
la iniciativa que “las consultas de que trata este 
artículo serán realizadas de forma consistente con 
el Marco Fiscal de Mediano Plazo y en el Marco 
de Gasto del Sector”.

Por las razones expuestas, el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público solicita tener en 
cuenta las anteriores consideraciones, no sin 
antes manifestarle muy atentamente la voluntad 
de colaborar con la actividad legislativa dentro 
de los parámetros constitucionales y legales de 

Cordialmente,

2 “Por la cual se dictan disposiciones en materia de pro-
moción y protección del derecho a la participación demo-
crática”.

3 “Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de 

dictan otras disposiciones”.
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Con copia: honorable Representante Harry 
Giovanny García - Autor/ Ponente

Doctor Jorge Humberto Mantilla Serrano, 
Secretario General de la Cámara de Representantes. 

Congreso. Cra. 7 N° 8-68.
* * *

CARTA DE COMENTARIOS DE 
MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 

PÚBLICO A LA PONENCIA  
PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO  
DE LEY NÚMERO 274 DE 2017 CÁMARA

por medio de la cual se declara patrimonio 
cultural de la Nación, “el Festival Internacional, 
Ipiales Cuna de Grandes Tríos”, celebrado en el 
municipio de Ipiales - departamento de Nariño.

1.1
Bogotá, D. C.
Honorable Congresista
RODRIGO LARA
Cámara de Representantes
Congreso de la República
Carrera 7 N° 8-68
Ciudad.
Asunto: Comentarios al texto de Ponencia 

para Segundo Debate al Proyecto de ley número 
274 de 2017 Cámara, por medio de la cual se 
declara patrimonio cultural de la Nación, “el 
Festival Internacional, Ipiales Cuna de Grandes 
Tríos, celebrado en el municipio de Ipiales - 
departamento de Nariño.

Respetado Presidente,
De manera atenta me permito presentar los 

comentarios y consideraciones del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público al texto de ponencia 
para el segundo debate al proyecto de ley del 
asunto, en los siguientes términos:

El presente proyecto de ley, de iniciativa 
parlamentaria, tiene por objeto declarar como 
patrimonio cultural de la Nación el Festival 
Internacional, Ipiales Cuna de Grandes Tríos, 
celebrado en el municipio de Ipiales (Nariño). 
Adicionalmente, ordena al Gobierno nacional 
se incorpore las apropiaciones en el Presupuesto 
General de la Nación para la compra de los bienes 
necesarios para la ejecución e implementación de 
los siguientes proyectos:

•  Conservación, promoción, difusión local y 
nacional del Festival Internacional, Ipiales 
Cuna de Grandes Tríos;

•  Promoción de intercambios culturales que 
surjan a partir del festival Internacional, 
Ipiales Cuna de Grandes Tríos;

• Financiación, creación, construcción, ade-
cuación y dotación de escuelas de forma-
ción musical en el Municipio de Ipiales;

•  Financiación e implementación de talleres 
de formación y capacitación musical diri-
gidos a niños, niñas, adolescentes, adultos 
y agrupaciones musicales que tengan como 
fundamento la música de cuerdas princi-
palmente;

•  Reconocimiento de los estímulos consagra-
dos en el artículo 18 de la Ley 397 de 1997 
para los gestores culturales y musicales que 
participen en el Festival Internacional, Ipia-
les Cuna de Grandes Tríos.

En primer lugar, es pertinente señalar que la 

proyecto de ley, dependerá de la priorización que 
de los mismos realice cada una de las entidades 
o sectores involucrados del nivel nacional, 
atendiendo la disponibilidad de recursos que se 
apropien en el Presupuesto General de la Nación 

principio de autonomía presupuestal consagrado 
en el artículo 110 del Estatuto Orgánico del 
Presupuesto (Decreto 111 de 1996) que al respecto 
establece:

Los órganos que son una sección en el 
Presupuesto General de la Nación, tendrán la 
capacidad de contratar y comprometer a nombre 
de la persona jurídica de la cual hagan parte, y 
ordenar el gasto en desarrollo de las apropiaciones 
incorporadas en la respectiva sección, lo que 
constituye la autonomía presupuestal a que 

Estas facultades estarán en cabeza del jefe 
de cada órgano quien podrá delegarlas en 
funcionarios del nivel directivo o quien haga sus 
veces, y serán ejercidas teniendo en cuenta las 
normas consagradas en el Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública y en 
las disposiciones legales vigentes1.

Las personas jurídicas de derecho público 
tienen esa capacidad de comprometer y ordenar 
el gasto en desarrollo de sus apropiaciones, lo 
que constituye la autonomía presupuestal a que 

la ejecución del presupuesto y la ordenación del 
gasto, la Corte Constitucional ha manifestado: 

capacidad de ejecución del presupuesto. Ejecutar 

de gastos aprobado - limitado por los recursos 
aprobados en la ley de presupuesto -, se decide 
la oportunidad de contratar, comprometer los 
recursos y ordenar el gasto, funciones que atañen 
al ordenador del gasto (...)”2.

1 COLOMBIA. PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. Ar-
tículo 110, Decreto número 111 (15 enero, 1996). Por el 
cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y 
la Ley 225 de 1992 que conforman el Estatuto Orgánico 
del Presupuesto. Bogotá, D. C., 1996.

2 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia 
C-101 de 1996. M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz.
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Por tanto, el artículo 110 del Estatuto Orgánico 
del Presupuesto otorgó a los órganos públicos que 
son secciones presupuéstales y a los que tienen 
personería jurídica la facultad de comprometer los 
recursos y ordenar el gasto dentro de los límites 
establecidos por la Constitución Política y la ley, 
lo cual precisa que es el ordenador del gasto quien 
ejecuta los recursos apropiados en la respectiva 
sección presupuestal.

Así, correspondería a la entidad competente, en 
el marco de su autonomía, priorizar los recursos 
aprobados en la Ley Anual de Presupuesto, 
para atender las necesidades de gasto en la 

De otra parte, resulta conveniente advertir 
que, si bien el Congreso de la República tiene la 
facultad de autorizar gasto público, es el Gobierno 

que se hayan establecido en el Plan Nacional 
de Desarrollo, qué partidas se deben incluir en 
el Presupuesto General de la Nación. Así lo ha 
entendido la Corte Constitucional y lo ha reiterado 
en varias providencias. En efecto, en la Sentencia 
C-1250 de 2001, sostuvo lo siguiente:

(...) corresponde al Congreso, en su condición 
de órgano de representación popular, decretar, 
por medio de la ley, los gastos que considere 
convenientes para el cumplimiento de los 
cometidos estatales.

No obstante, el artículo 154 de la Constitución 
reserva para el Ejecutivo la iniciativa en materia 
presupuestaria[1]. Ello quiere decir que las leyes 
que decretan gasto son una simple autorización, 
en virtud de la cual,

Lo anterior porque, al decir del artículo 346 
Superior, corresponde al Gobierno formular 
el presupuesto de rentas y ley apropiaciones, 
en el cual solo se podrán incorporar partidas 
que correspondan a créditos judicialmente 
reconocidos, a gastos decretados conforme 
a las leyes anteriores, a gastos propuestos 
por el Gobierno para atender debidamente el 
funcionamiento de las ramas del poder público 
y el servicio de la deuda, y los destinados a dar 
cumplimiento al Plan Nacional de Desarrollo.

 [1] El artículo 154 de la Constitución señala: “Las le-
yes pueden tener origen en cualquiera de las Cámaras 
a propuesta de sus respectivos miembros, del Gobierno 
nacional, de las entidades señaladas en el artículo 156, o 
por iniciativa popular en los casos previstos en la Consti-
tución. No obstante, solo podrán ser dictadas o reforma-

los numerales 3, 7, 9, 11 y 22 y los literales a), b) y e) 
del numeral 19 del artículo 150; las que ordenen parti-
cipaciones en las rentas nacionales o transferencias de 
las mismas; las que autoricen aportes o suscripciones del 
Estado a empresas industriales o comerciales y las que 
decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas 
nacionales.

Con arreglo a estas competencias, el artículo 
39 del Estatuto Orgánico del Presupuesto 
-Decreto número 111 de 1996-, preceptúa que 
“Los gastos autorizados por leyes preexistentes a 
la presentación del proyecto anual del presupuesto 
general de la Nación, serán incorporados a este, 
de acuerdo con la disponibilidad de recursos, y 
las prioridades del Gobierno, si corresponden 
a funciones de órganos del nivel nacional y 
guardan concordancia con el Plan Nacional de 
Inversiones, e igualmente, las apropiaciones a las 

21 de la Ley 60 de 1993”3. (Subrayado y negrilla 
fuera del texto)

Asimismo, ha establecido ese Alto Tribunal 
que:

(...) respecto de leyes o proyectos de leyes 

presupuesto nacional para el cubrimiento de 
determinados gastos, la Corte ha sostenido 
reiteradamente una posición según la cual tales 
disposiciones del legislador que ordenan gastos, 
expedidas con el cumplimiento de las formalidades 
constitucionales, 

en los términos de los artículos 345 v 346 de la 
Carta, para la posterior inclusión del gasto en la 
ley de presupuesto, 

4. 
(Subrayado y negrilla fuera del texto)

A ello también agregó que: “La aprobación 
legislativa de un gasto es condición necesaria 

efecto, según el artículo 345 de la C. P., no puede 
hacerse erogación alguna con cargo al Tesoro que 
no se halle incluida en la ley del presupuesto. 
Igualmente, corresponde al Gobierno decidir 
libremente qué gastos ordenados por las 
leves se incluyen en el respectivo provecto de 
presupuesto (artículo 346 C. P.)”5. (Subrayado y 
negrilla fuera del texto).

contradicción de las normas superiores sobre 
competencias concurrentes en materia de gasto 
público, se hace necesario redactar el articulado 
del proyecto de ley en términos facultativos 
como, “podrá” o “se autorizará”, especialmente 
el artículo 2°, en lugar de la utilización de un 
lenguaje imperativo; so pena de estar viciado 
de inconstitucionalidad, teniendo en cuenta lo 
expuesto por la Corte Constitucional en su extensa 

3 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia 
C-1250 de 2001. M. P., doctor Manuel José Cepeda Espi-
nosa.

4 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia 
C-197 de 2001. M. P. Rodrigo Escobar Gil.

5 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia 
C-157 de 1998. M. P. doctor Antonio Barrera Carbonell y 
doctor Hernando Herrera Vergara.
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jurisprudencia, especialmente en la Sentencia 
C-441 de 2016:

(...) La asignación presupuestal para la realiza-
ción de gastos autorizados por ley es eventual y la 
decisión acerca de su inclusión le corresponde al 
Gobierno, luego el legislador no tiene atribución 
para obligar al Gobierno a que incluya en el presu-

a la autorización legal previa el Congreso agrega 
una orden con carácter imperativo o perentorio di-
rigida a que se apropien en el presupuesto las sumas 
indispensables para ejecutar el gasto autorizado, 
la ley o el proyecto de ley estén afectadas por un 
vicio de inconstitucionalidad derivado del descono-
cimiento del reparto de las competencias relativas 
al gasto público entre el legislador y el Gobierno6.

Finalmente, es necesario indicar que el proyecto 
de ley que trata el asunto debió ser tramitado por la 
Comisión Segunda de la Cámara de Representantes, 
lo que genera un vicio de inconstitucionalidad al 
vulnerar el artículo 2° de la Ley 3ª de 19927, toda 
vez que al analizar el articulado se advierte que se 
trata de una ley de honores y monumentos públicos, 
al estar asociada con la declaratoria de patrimonio 
cultural de la Nación del “Festival Internacional, 
Ipiales Cuna de Grandes Tríos”. Al respecto, la Corte 
Constitucional en Sentencia C-975 de 2002 expresó:

(...) el desconocimiento del mandato contenido 
en el artículo 2° de la Ley 3ª de 1992, “acarrea un 
vicio de relevancia constitucional”, que le impone 
al organismo de control constitucional el deber 
de retirar del ordenamiento jurídico la regulación 
normativa tramitada en forma irregular. A juicio 
de la Corte, “si es el propio constituyente quien 
dispone que cada comisión permanente se ocupe 
de ciertas materias según determinación de la ley, 

8  
(Negrilla y Subrayado fuera del texto).

6 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia 
C-441 de 2016. M. P Alejandro Linares Cantillo.

7 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 
3ª (24, marzo 1992), por la cual se expiden normas sobre 
las Comisiones del Congreso de Colombia y se dictan 
otras disposiciones. Bogotá. D. C., 1992.

8  COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia 
975 de 2002. M. P. Dr. Rodrigo Escobar Gil.

De acuerdo con lo expuesto, esta Cartera se 
abstiene de emitir concepto favorable al proyecto 
de ley del asunto, no sin antes manifestarle la 
disposición de colaborar con la actividad legislativa 
dentro de los parámetros constitucionales y legales 

Cordialmente,

Con Copia a:
H. R. Hernán Gustavo Estupran Calvache - 

Autor/Ponente
Dr. Jorge Humberto Mantilla, Secretario 

General de la Cámara de Representantes.
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